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El Programa de Monitoreo del CLADEM tiene entre sus objetivos vigilar la 
aplicación de los Tratados de Derechos Humanos por parte de los Estados, así 
como tratar de incidir en las Observaciones Finales de los Comités Monitores 
de Tratados para que se visibilicen las preocupaciones de las mujeres. Este 
ejercicio se realiza en los siguientes países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Colombia, Ecuador, El Salvador, Honduras, Guatemala, México, Panamá, 
Paraguay, Perú, República Dominicana y Uruguay.

Los tratados que se monitorean en la actualidad son: el Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; la Convención de los Derechos del Niño y la 
Niña; la Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer y la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial. Este último ha sido incorporado a partir 
de enero 2011. Para facilitar la tarea de monitoreo en este Comité hemos 
incorporado su jurisprudencia a partir de esta sistematización.

Asimismo, desde que el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas 
comenzara la actividad de vigilancia de todos los tratados de derechos humanos, 
a través de las Rondas de Exámenes Periódicos Universales (EPU), CLADEM 
se ha sumado a colaborar con el aporte de su mirada desde los derechos 
humanos de las mujeres, enviando EPU alternativos. Las recomendaciones 
del Consejo que tienen contenido género sensitivo también son recogidas en 
esta sistematización.

El incremento en la producción jurisprudencial tanto de los Comités de los 
Tratados mencionados como del Consejo de Derechos Humanos, hace muy 
complicada la identificación de la jurisprudencia de género. En un intento por 
facilitar la tarea de búsqueda por parte de las organizaciones sociales, así 
como la identificación de las tareas pendientes por parte de los Estados, y 
por tanto, sus deudas con las mujeres, el CLADEM ha decidido seleccionar, 
dentro de las Observaciones Finales que emiten los Comités, como de los 
Informes sobre los EPU, aquellas recomendaciones referidas a los derechos 
de las mujeres.

Esperamos que este documento sea de utilidad también para el diseño de 
planes de incidencia locales, donde se discuta con los gobiernos nacionales el 
pronto cumplimiento de las recomendaciones realizadas tanto por los Comités 
Monitores de ONU, como el Consejo de Derechos Humanos.

Presentación
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Asimismo, esta sistematización es una herramienta útil para observar el 
avance de los Comités Monitores de tratados y otros órganos de Derechos 
Humanos en la incorporación de la perspectiva de género. Si se examinan las 
observaciones finales elaboradas en la década del 80 veremos que no existía 
una mirada género sensitiva. Salvo el Comité de la CEDAW, los demás Comités 
adoptaban un enfoque neutro, donde las mujeres raramente eran nombradas y 
cuando lo eran, aparecían en su rol de madres o esposas o cuidadoras.

En la década del 90 se observa un incremento de las observaciones finales 
relacionadas con las experiencias de las mujeres y en la primera década 
del 2000, ya se detecta que en todos los comités hay mayor sensibilidad en 
relación a las cuestiones de género. Un factor que influye poderosamente es 
la incorporación de más mujeres en los Comités. Otro elemento importante 
para este cambio es la permanente reunión de presidentes de Comités, donde 
se trata de armonizar la jurisprudencia. Por último, la participación activa de 
organizaciones de mujeres en el trabajo de monitoreo de los tratados, permite 
que los Comités cuenten con datos concretos sobre la manera en que las 
mujeres ejercen sus derechos o en que estos son violados. De esta manera, 
pueden hacer recomendaciones concretas a los Estados para que impulsen 
políticas públicas adecuadas para garantizar los derechos humanos de las 
mujeres y las niñas.

Susana Chiarotti Boero
Responsable Programa Monitoreo
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Sistematización por Temáticas de las 
Recomendaciones de los Comités al Estado de México

Acceso a la justicia
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 8 Inc. C; 9
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 38
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 13; 20; 48

Derecho a la igualdad; igualdad de trato entre el hombre y la mujer
Comité de Derechos Humanos
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 17; 18
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 7
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 29; 40
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 403; 404; 417; 419
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 450
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 11; 13; 19; 23; 38
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 22

Derecho a la salud
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 42; 43
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 44
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 26; 27
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 51; 53

Derecho a vivir una vida sin violencia
Comité de Derechos Humanos
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 6; 16
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 4; 8; 9; 16
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 40; 44
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 38
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 411; 412; 415
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 432; 440
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 15; 17
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 17; 18
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 25
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 34; 36; 44; 45
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 14; 15; 16; 18; 19; 22; 23
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Derechos sexuales y reproductivos. Salud sexual y reproductiva
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 10
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 33; 40; 44
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 408; 409; 426
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 446

Discriminación
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 7
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 33
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 8; 11; 12; 13; 17

Educación
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 45
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 423
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 28
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 74
Familia
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 417
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 42

Firma, difusión de las normativas de derechos humanos; difusión de medidas adoptadas por 
el gobierno
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 32
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 47
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 422; 427
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 430; 452	
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 41

Grupos Vulnerables
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 425		
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 438
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 35

Órganos, programas, planes estatales. Capacitación a personal del Estado
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 8 Inc. E y F; 16
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 401
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Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 19; 22 

Participación política y social 
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 7
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 444
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 29
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 22
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 28
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 12

Pedido de Mayor Información
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 38; 39
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 405; 409; 419; 420; 421; 424
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 428; 448; 452
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 21; 37; 39; 42

Propiedad, servicios, programas rurales
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 43
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 432; 434

Protocolo Facultativo	
Convención de los Derechos del Niño y la Niña
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 75

Protección de Víctimas
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 8 Inc. D
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 38

Reforma Legislativa 
Comité de Derechos Humanos
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 13
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 40
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 8 Inc. A y B; 10
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 29; 38
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 402
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 9
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 15
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 11
Examen Periódico Universal
		  1º Informe final sobre el Estado, Parag. 13; 15



10

M
éx

ico
Seguimiento de la Convención	
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 12

Trabajo/empleo, seguridad social
Comité de Derechos Humanos
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 7
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 37
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 31
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 406; 410; 416
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 442
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 31
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 30

Trata de mujeres, niñas. Prostitución
Comité de Derechos Humanos
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 15
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 413
		  4º Informe final sobre el Estado, Parag. 436
		  5º Informe final sobre el Estado, Parag. 25; 27
Comité de los Derechos del Niño y la Niña
		  2º Informe final sobre el Estado, Parag. 31; 32
		  3º Informe final sobre el Estado, Parag. 65
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Comité de Derechos Humanos
Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

1 Suplemento No. 40 (A/38/40), 15 de septiembre de 1983

Observaciones finales sobre el primer informe presentado por el Estado adoptadas 
en octubre de 1982.1  

El Comité de Derechos Humanos no emitió recomendaciones específicas; 

60. El Comité examinó el informe inicial de México (CCPR/C/22/Add.1) en sus sesiones 386ª, 387ª 
y 404ª, celebradas el 13 y el 26 de octubre de 1982 (CCPR/C/SR.386, 387 y 404).

(…)

64. En relación con el artículo 2 del Pacto se hizo notar que, con arreglo a la Constitución Mexicana, 
En caso de conflicto, las disposiciones de la Constitución Federal, de las leyes federales y del Pacto 
prevalecerían sobre toda disposición en contrario que pudiera haber en las leyes propias de cada 
uno de los Estados de la Federación mexicana, y se preguntó que disposiciones prevalecerían 
si se diese un conflicto entre el Pacto y la Constitución Federal o alguna ley federal, si existía 
jurisprudencia mexicana sobre este punto y si el pacto se invocaba alguna vez en la práctica 
y, en caso afirmativo, si se habían dictado fallos judiciales a este respecto. Considerando que 
era en el plano estatal o municipal donde más probablemente podrían producirse violaciones de 
los derechos humanos, se preguntó de qué medios de control disponía el Estado Federal para 
garantizar el respeto de los derechos humanos por las autoridades estatales. A este respecto 
varios miembros solicitaron más información sobre el procedimiento de amparo, en particular 
sobre la amplitud de su esfera de aplicación, sobre su efectividad en la práctica, sobre lo que 
podía significar en la práctica para un campesino mexicano y si éste podía interponer por sí mismo 
ese recurso o si necesitaba la asistencia de un letrado y, en ese caso, si era un procedimiento 
costoso. Se preguntó también si el procedimiento de amparo era aplicable a toda acción de la 
policía, así como en el caso de personas desaparecidas, y si podían recurrir a él personas que 
desearan afirmar sus derechos en virtud del Pacto, qué órgano existía para hacer cumplir los fallos 
judiciales y si había en México instituciones privadas o públicas encargadas de la promoción y 
defensa de los derechos humanos.

65. Refiriéndose al artículo 3 del Pacto, los miembros del Comité señalaron que el informe era 
muy breve y se limitaba a la referencia del artículo pertinente de la Constitución que consagraba 
el principio de igualdad ante la ley. Se señaló que este principio no era más que un aspecto de la 
igualdad entre los sexos y su enunciado en la constitución no era suficiente para convertirlo en 
igualdad real. Refiriéndose a otro artículo de la constitución que disponía que el Presidente de 
México hubiera de ser, entre otras cosas, hijos de padres mexicanos por nacimiento, un miembro 
se preguntó si eso era compatible con el principio de igualdad consagrado en el Pacto. Se 
solicitó información sobre los porcentajes respectivos de hombres y mujeres en las instituciones 
educacionales, en las ramas ejecutiva, legislativa y judicial del Gobierno y en las profesiones 
liberales y sobre las medidas tomadas para garantizar la igualdad real entre hombres y mujeres y 
en particular para informar a estás ultimas de sus derechos en virtud del Pacto.

(…)
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2º

2 Suplemento No. 40 (A/44/40), 29 de septiembre de 1989

67. Por lo que respecta al artículo 6 del Pacto, los miembros señalaron la falta de información en 
el informe sobre varios aspectos del derecho a la vida, tales como las medidas necesarias para 
reducir la mortalidad infantil actualmente alta y combatir la criminalidad. Se preguntó por qué 
no se consideraba el aborto como una medida de planificación de la familia, reconocida en la 
Constitución. 

(…)

71. Al hacer observaciones sobre el artículo 10 del Pacto, los miembros solicitaron información 
sobre la protección de las personas detenidas en lugares distintos de las cárceles. Tomando 
nota de que la Constitución castigaba “toda molestia que se infiere sin motivo legal”, un miembro 
preguntó si existían motivos legales para molestar a un preso en virtud del sistema jurídico 
mexicano. Se preguntó también cuál era la autoridad responsable de supervisar las cárceles para 
menores y qué facultades poseían los inspectores. 

(…)

73. Por lo que respecta al artículo 14 del Pacto, se solicitó más información sobre la composición 
del poder judicial, el origen social de los jueces, las condiciones de nombramiento y destitución 
y sobre el acceso del hombre de la calle a la administración de justicia. Tomando nota de que 
según el Código Penal de México se presumía la “intención delictuosa”, los miembros expresaron 
el deseo de que se diera una explicación de esa disposición que parecía estar en contradicción 
con el principio de presunción de la inocencia enunciado en el Pacto. Se preguntó también, si se 
podía ejercer en la práctica el derecho de toda persona declarada culpable de un delito, incluida 
la vagancia, de apelar a un tribunal superior.

(…)

77. En relación con los artículos 23 y 24 del Pacto se solicitó más información sobre los derechos y 
obligaciones de los cónyuges, en particular en esferas tales como derechos de propiedad, divorcio 
y sucesión; sobre la actitud de los jueces en relación con el adulterio y sobre la igualdad de 
derechos de los hijos nacidos fuera del matrimonio y de los hijos nacidos de matrimonio. 

(…)

79. Al hacer observaciones sobre el artículo 26 del Pacto y con referencia al artículo 1 de la 
Constitución mexicana, un miembro pregunto si existían otras leyes o disposiciones que ofrecieran 
protección especial contra los tipos de discriminación mencionados en el artículo 2 del Pacto y si 
se habían tomado medidas positivas para evitar situaciones discriminatorias.

Observaciones finales sobre el segundo informe presentado por el Estado adoptadas 
en noviembre de 1988.2 
96. El Comité examinó el segundo informe periódico de México (CCPR/C/46/Add.3) en sus 
sesiones 849a. a 853a., celebradas del 31 de octubre al 2 de noviembre de 1988 (CCPR/C/
SR.849 a 853). 

(…)
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No discriminación e igualdad entre los sexos

107. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comité preguntaron si el artículo 364 del 
Código Penal era aplicable a los casos de no discriminación y, de ser así, pidieron ejemplos de 
los tipos de delitos y la frecuencia de los procesos en virtud de esa disposición. También querían 
saber en qué aspectos estaban limitados los derechos de los extranjeros en comparación con los 
de los ciudadanos, e hicieron preguntas acerca de la proporción entre los hombres y las mujeres 
matriculados en las enseñanzas secundaria y superior y en el Congreso a raíz de las elecciones 
legislativas de julio de 1988. Además, se preguntó hasta qué punto se había conseguido la igualdad 
con respecto a los bienes matrimoniales y si uno de los cónyuges tenía la posibilidad de recurrir 
a la justicia en caso de desacuerdo. Algunos miembros desearon también saber qué diferencia 
existía entre los términos “los mexicanos” y “los ciudadanos mexicanos” utilizados en su informe, 
y se interrogaron al respecto sobre el significado de la condición establecida en la Constitución 
según la cual eran ciudadanos de la República los que, entre otras cosas, tuvieran “un modo 
honesto de vivir”. Además, se pidió que se aclarara la aparente contradicción entre el artículo 33 
de la Constitución, que otorgaba al Ejecutivo la facultad de hacer abandonar el territorio nacional 
a un extranjero, y el artículo 14 del Pacto. 

(…)

Derecho a la vida

110. Observando que muchas de las muertes ocurridas estos últimos años en México estaban 
relacionadas con conflictos sobre tierras, algunos miembros preguntaron cuál era la política 
que aplicaba el Gobierno de México para poner fin a esos conflictos y resolver los problemas 
de tierras. También se pidieron aclaraciones sobre el elevado número de periodistas muertos 
en circunstancias misteriosas. Los miembros solicitaron asimismo más información sobre el 
porcentaje de casos de asesinato que la policía no había logrado resolver; sobre los controles 
impuestos a la policía; sobre las relaciones entre la policía y, el poder judicial; sobre los delitos 
considerados “políticos”; y sobre todas las disposiciones adoptadas, en su caso, para que las 
denuncias relativas a desapariciones o asesinatos se remitieran al órgano competente. Además, 
se solicitó información sobre las disposiciones legales relativas a la protección del nasciturus y 
sobre las nuevas técnicas de fecundación artificial

(…)

Trato de los presos y otros detenidos

114. Con respecto a esa cuestión, los miembros del Comité preguntaron si había habido alguna 
denuncia durante el período examinado de torturas o tratos inhumanos presuntos y, en tal caso, 
si habían sido investigadas esas denuncias por las autoridades y con qué resultados; si había 
habido algún proceso en virtud de la Ley Federal para prevenir y sancionar la tortura desde que 
esa Ley entró en vigor en 1986; si había habido alguna denuncia acerca de la detención arbitraria 
de campesinos con motivo de conflictos sobre tierras y, en tal caso, si habían sido investigadas 
esas denuncias y con qué resultados; si se cumplían las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
para el tratamiento de los reclusos y si eran conocidas y accesibles a los presos las normas y 
directrices pertinentes; cuál era el período máximo durante el cual las personas podían estar 
detenidas en espera de juicio; cuánto tiempo se tardaba, después de la detención, en informar a 
la familia de una persona detenida; y cuánto tiempo transcurría entre el momento de la detención 
y el momento en que el detenido podía ponerse en contacto con su abogado. Los miembros 
del Comité solicitaron asimismo información complementaria acerca del uso del castigo corporal 
en virtud de los artículos 24 y 56 del Código Penal y sobre la compatibilidad del recurso a ese 
procedimiento con el artículo 7 del Pacto, y solicitaron información sobre el internamiento en 



14

M
éx

ico
instituciones distintas de las prisiones y por otras razones que no fueran delictivas. Además, los 
miembros solicitaron información acerca de las prácticas relativas a la detención preventiva, la 
libertad bajo fianza, la libertad bajo palabra y condicional, y sobre la suspensión de la ejecución 
de una sentencia. 

(…)

Derecho a un juicio imparcial

117. Con respecto a esta cuestión, los miembros del Comité pidieron que se aclarara la referencia 
en el párrafo 286 del informe a “algunas de las normas y procedimientos tradicionales en materia 
de prevención, procuración y administración de justicia” que resultan inoperantes e ineficientes. 
Preguntaron también si se había adoptado alguna reforma importante en virtud del actual Plan 
Nacional de Desarrollo Quinquenal; qué garantías había de la independencia del poder judicial; 
cómo estaba organizado el Colegio de Abogados; la disponibilidad de asistencia letrada gratuita 
para los delincuentes sin medios; los recursos de que disponían las personas que denuncian 
violaciones de sus derechos o libertades, y si se designaba un abogado defensor tanto en casos 
penales como civiles. 

(…)

Protección de la familia y del niño

131. En lo referente a esa cuestión, los miembros del Comité manifestaron el deseo de recibir 
información sobre las diferencias que existen entre la condición y los derechos de los hijos 
nacidos de Matrimonio y los nacidos fuera de matrimonio; sobre la legislación y práctica relativas 
al empleo de menores, y si había diferencias a ese respecto entre las zonas urbanas y las rurales; 
y sobre cualquier caso de niños víctimas de malos tratos físicos y sobre las medidas que se 
habían Adoptado para impedir esas violaciones en el futuro. Un miembro señaló a la atención la 
importancia de la inscripción inmediata de un niño después de su nacimiento y preguntó si el plazo 
de seis meses concedido a los padres o a los abuelos para declarar el nacimiento de un niño era 
compatible con el artículo 24 del Pacto. 

Observaciones finales sobre el tercer informe presentado por el Estado adoptadas 
en marzo de 1994.3 
1. El Comité examinó el tercer informe periódico de México (CCPR/C/76/Add.2) en sus sesiones 
1302ª a 1305ª (CCPR/C/SR.1302 a SR.1305) celebradas los días 28 y 29 de marzo de 1994, y 
aprobó las observaciones siguientes:

(…)

E. Sugerencias y recomendaciones

13. El Comité recomienda al Estado parte que dote a la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
de los poderes necesarios para un funcionamiento eficaz, totalmente independiente de las 
autoridades políticas y administrativas, que le permita recurrir ante las autoridades judiciales 
competentes cuando compruebe la existencia de violaciones de derechos garantizados por el 
Pacto. 

3º

3 CCPR/C/79/Add. 32, 18 de abril de 1994
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Observaciones finales sobre el cuarto informe presentado por el Estado adoptadas 
en julio de 1999.4 
1. El Comité examinó el cuarto informe periódico de México (CCPR/C/123/Add.1) en sus 
sesiones 1762ª y 1763ª (CCPR/C/SR.1762 y 1763) celebradas el 16 de julio de 1999 y aprobó las 
observaciones siguientes en sus sesiones 1771ª a 1773ª, celebradas el 22 y 23 de julio de 1999.

C. Motivos de preocupación y recomendaciones del Comité5 

6. El Comité considera motivo de suma preocupación que no todas las formas de tortura estén 
necesariamente cubiertas por la ley en todos los Estados mexicanos y que no exista un órgano 
independiente para investigar el importante número de quejas sobre actos de tortura y de 
tratamientos crueles, inhumanos o degradantes. También es motivo de preocupación que los 
actos de tortura, las desapariciones forzadas y las ejecuciones extrajudiciales que se han llevado 
a cabo no hayan sido investigadas, que las personas responsables de estos actos no hayan sido 
sometidas a juicio y que las víctimas o sus familias no hayan sido indemnizadas. El Estado debe 
tomar las medidas necesarias para que se cumplan cabalmente los artículos 6 y 7 del Pacto, 
incluyendo las acciones para recurrir contra la tortura en todos los Estados mexicanos.

(…)

15. El Comité deplora también la situación de los niños de la calle que se agrava cada vez más. 
Estos niños son los que afrontan mayores riesgos frente a la violencia sexual y están expuestos 
a las prácticas de tráfico sexual. El Estado debe tomar medidas efectivas para la protección 
y rehabilitación de dichos menores, conforme al artículo 24 del Pacto, incluyendo medidas 
para poner fin a la prostitución, la pornografía infantil y la venta de niños.

16. El Comité está preocupado por el nivel de violencia que existe contra las mujeres, incluyendo 
los muchos casos denunciados de secuestro y asesinato que no han conducido a arrestos o 
procesamiento de los culpables y las numerosas alegaciones de violación o tortura perpetradas 
por las fuerzas de seguridad a las mujeres detenidas, que éstas no se atreven a denunciar. El 
Estado parte debe tomar medidas eficaces para garantizar la seguridad de las mujeres, 
asegurar que no se ejerza ninguna presión sobre las mismas para disuadirlas de denunciar 
tales violaciones y asegurar que todas las alegaciones de abusos sean investigadas y que 
los autores de estos actos sean llevados a la justicia. 

17. El Comité está preocupado por las informaciones de que las mujeres mexicanas que buscan 
empleo en las empresas extranjeras en las fronteras de México (“maquiladoras”) sean sometidas 
a pruebas de embarazo y deban responder a preguntas personales indiscretas, y de que se 
hayan suministrado a algunas empleadas drogas anticonceptivas. Asimismo le preocupa que 
estas alegaciones no hayan sido objeto de investigaciones serias. Deben tomarse medidas para 
investigar todas estas alegaciones con el fin de asegurar que las mujeres cuyos derechos 
a la igualdad y al respeto a la vida privada han sido violados de esta manera, tengan acceso 
a recursos y para prevenir que tales violaciones vuelvan a producirse.

18. El Estado parte debería adoptar medidas para asegurar igualdad de oportunidades 
para las mujeres, su plena participación en igualdad de condiciones en la vida pública y 
la eliminación de todas las restantes normas discriminatorias, en materia de matrimonio, 
divorcio y segundo o ulteriores matrimonios.

4º

4 CCPR/C/79/Add.109, 27 de julio de 1999
5 Las recomendaciones se encuentran en negrita.
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Observaciones finales sobre el quinto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 23 de marzo de 2010.6 
1. El Comité de Derechos Humanos examinó el quinto informe periódico de México (CCPR/C/
MEX/5) en sus sesiones 2686.ª a 2688ª, celebradas los días 8 y 9 de marzo de 2010 (CCPR/C/
SR.2686 a 2688). En su 2708.ª sesión, celebrada el 23 de marzo de 2010 (CCPR/C/SR.2708), 
aprobó las siguientes observaciones finales.

C. Principales motivos de preocupación y recomendaciones7 

4. El Comité expresa su preocupación por la falta de progresos significativos en la aplicación de las 
recomendaciones anteriores del Comité, incluidas las relativas a la violencia contra las mujeres, 
el despliegue de las fuerzas armadas para garantizar la seguridad pública y la falta de protección 
de los defensores de derechos humanos y periodistas, y lamenta que subsistan muchos motivos 
de preocupación (art. 2 del Pacto)

El Estado parte debe adoptar todas las medidas necesarias para dar pleno efecto a las 
recomendaciones adoptadas por el Comité8.  

(…)

7. Al Comité le preocupa que, a pesar de algunos progresos realizados en materia de igualdad entre 
los géneros en los últimos años, las desigualdades entre hombres y mujeres persisten en muchos 
aspectos de la vida, incluso en la vida política. Asimismo, le sigue preocupando la discriminación 
que sufren las mujeres cuando buscan empleo en la llamada industria de las “maquiladoras” en 
las regiones fronterizas del norte del Estado parte, donde se las sigue obligando a responder 
a preguntas personales indiscretas y a someterse a pruebas de embarazo (arts. 2, 3 y 26 del 
Pacto).

El Estado parte debe intensificar sus medidas para garantizar la igualdad entre mujeres y 
hombres en todas las esferas, incluida la representación de la mujer en la vida política, entre 
otras cosas, por medio de campañas de sensibilización y medidas especiales temporales. 
Además, debe combatir la discriminación contra la mujer, en particular en la fuerza de 
trabajo, y garantizar la supresión de las pruebas de embarazo como requisito para el 
acceso al empleo. El incumplimiento de la prohibición de las pruebas de embarazo debe 
ser sancionado con eficacia y las víctimas deben recibir una reparación. El Estado parte 
debe fortalecer el mandato de las inspecciones de trabajo con el fin de que puedan vigilar 
las condiciones de trabajo de las mujeres y garantizar que se respeten sus derechos.

8. El Comité acoge con satisfacción la creación de la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia 
contra las Mujeres y la Trata de Personas (FEVIMTRA), el establecimiento de un proyecto piloto 
para mejorar el acceso de las mujeres a la justicia (casas de justicia), así como el compromiso 
del Estado parte de adaptar sus medidas para proteger a las mujeres contra la violencia a las 
características culturales y sociales de las respectivas regiones. Sin embargo, el Comité observa 
con preocupación la persistencia de la violencia contra la mujer, incluida la tortura y los malos 
tratos, la violación y otras formas de violencia sexual y violencia doméstica, y el escaso número de 
sentencias dictadas en este sentido. También le preocupa que la legislación de algunos estados 
no ha sido completamente armonizada con la Ley general de acceso de las mujeres a una vida 
libre de violencia, pues en los estados no se prevé el establecimiento de un mecanismo de alerta 
sobre la violencia por motivos de género ni se prohíbe el acoso sexual (arts. 3, 7 y 24 del Pacto).

5º

6 CCPR/C/MEX/CO/5, 7 de abril de 2010
7 Las recomendaciones se encuentran en negrita.
8 Las recomendaciones se encuentran en Observaciones Finales Comité de Derechos Humanos
	 CCPR/C/79/Add.109, 27 de julio de 1999
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El Estado parte debe intensificar aún más sus esfuerzos para combatir la violencia contra la 
mujer, incluso abordando las causas profundas de este problema. En particular, debe:

a) Tomar medidas para garantizar que la legislación de todos los estados está en plena 
consonancia con la Ley general de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, 
en particular las disposiciones relativas al establecimiento de una base de datos con 
información sobre casos de violencia contra la mujer, la creación de un mecanismo de 
alerta sobre la violencia por motivos de género y la prohibición del acoso sexual; 

b) Tipificar el feminicidio en la legislación, incluso a nivel estatal; proporcionar a la 
FEVIMTRA la autoridad necesaria para hacer frente a los actos de violencia cometidos por 
funcionarios estatales y federales; 

c) Llevar a cabo investigaciones rápidas y eficaces y castigar a los autores de actos de 
violencia contra la mujer, en particular garantizando una cooperación eficaz entre las 
autoridades estatales y federales;

d) Proporcionar recursos efectivos, incluida la rehabilitación psicológica, y crear refugios 
para las mujeres víctimas de la violencia; 

e) Continuar la realización de cursos de capacitación sobre derechos humanos y género 
para los funcionarios policiales y el personal militar;

f) Tomar medidas preventivas y de sensibilización y poner en marcha campañas educativas 
para cambiar la percepción del papel de la mujer en la sociedad.

9. Aunque acoge con satisfacción las medidas adoptadas por el Estado parte para hacer frente a 
los actos frecuentes de violencia contra mujeres en Ciudad Juárez, tales como el establecimiento 
de la Fiscalía Especial encargada de los feminicidios en este municipio, así como una Comisión 
para la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez, al Comité le 
sigue preocupando la impunidad que prevalece en muchos casos de desapariciones y homicidios 
de mujeres y por la persistencia de tales actos en Ciudad Juárez, así como en otros municipios. 
También lamenta la escasez de información sobre la estrategia para combatir la violencia contra 
las mujeres en Ciudad Juárez (arts. 3, 6, 7 y 14 del Pacto).

Las instituciones creadas para abordar la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez 
deben contar con suficiente autoridad y recursos humanos y financieros para cumplir su 
mandato con eficacia. El Estado parte también debe intensificar considerablemente sus 
esfuerzos para enjuiciar y sancionar a los autores de actos de violencia contra mujeres en 
Ciudad Juárez y para mejorar el acceso de las víctimas a la justicia.

10. Al Comité le preocupa que, pese a la Norma Federal 046 (NOM-046) emitida por el Ministerio 
de Salud y el dictamen de la Suprema Corte de Justicia sobre la constitucionalidad de la 
despenalización del aborto en 2008, el aborto sea aún ilegal en todas las circunstancias conforme 
a las constituciones de muchos estados (arts. 2, 3, 6 y 26 del Pacto).

El Estado parte debe armonizar la legislación sobre el aborto en todos los estados en 
consonancia con el Pacto y asegurar la aplicación de la Norma Federal 046 (NOM-046) 
en todo su territorio. Asimismo, debe tomar medidas para ayudar a las mujeres a evitar 
embarazos no deseados para que no tengan que recurrir a abortos ilegales o inseguros que 
puedan poner en riesgo su vida (art. 6 del Pacto).

(…)
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16. Si bien reconoce las medidas adoptadas por el Estado parte para mejorar las condiciones de 
detención, tales como la construcción de nuevas instalaciones, al Comité le preocupan por los 
altos niveles de hacinamiento y las malas condiciones imperantes en los lugares de detención, 
como ha reconocido el Estado parte. También observa la elevada tasa de encarcelamiento en el 
Estado parte. Al Comité le preocupan además los informes que señalan que en algunas cárceles 
los hombres y las mujeres se encuentran en las llamadas “cárceles mixtas” y que la violencia 
contra las mujeres detenidas es generalizada (arts. 3 y 10 del Pacto).

El Estado parte debe armonizar la legislación penitenciaria de los estados y acelerar la 
creación de una base de datos única para todos los centros penitenciarios en todo su 
territorio con miras a una mejor distribución de la población penitenciaria. Además, debe 
asegurarse de que los tribunales recurran a formas alternativas de castigo. El Estado parte 
debe redoblar sus esfuerzos para mejorar las condiciones de todos los detenidos, de 
conformidad con las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Como cuestión 
prioritaria, debe abordar la cuestión del hacinamiento, así como la separación de las 
mujeres y los hombres reclusos y adoptar normas específicas para proteger los derechos 
de las mujeres detenidas.

(…)
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Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales

Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

9 (15 de enero a 2 de febrero 1990) - E/1990/23 - E/C.12/1990/3, par. 85-112

Observaciones finales sobre el primer informe presentado por el Estado adoptadas 
en enero de 1990.9 

No se observan recomendaciones pero si el pedido de mayor información

A. México (art. 10 a 12)

85. El Comité examinó el informe inicial de México sobre los derechos reconocidos en los artículos 
10 a 12 del Pacto (E/1986/3/Add.13) en sus sesiones sexta, séptima y novena, celebradas los días 
18 y 19 de enero de 1990 (E/C.12/1989/SR.6, 7 y 9).

(…)

C. Artículo 10: Protección de la familia, las madres y los niños

94. Los miembros del Comité solicitaron más información sobre […] la frase del párrafo 120 del 
informe en la que se afirma que está prohibida la utilización de menores de 18 años para servicios 
fuera de México. A este respecto, se preguntó cómo se aplicaría la jurisdicción mexicana fuera del 
territorio mexicano, y, en general, cómo funcionaba la mano de obra infantil en México, cuál era la 
edad legal mínima para el empleo, qué porcentaje de los niños trabajaba y cuántos niños de edad 
inferior al mínimo legal trabajaban efectivamente […]de qué forma se beneficiaba la población 
indígena de los derechos establecidos en el artículo 10, si había en México alguna reglamentación 
especial para los empleados domésticos y, en caso afirmativo, cuáles eran las diferencias entre 
esa reglamentación y las normas generales. Asimismo preguntaron qué esfuerzos se estaban 
realizando para hacer extensivas las prestaciones de maternidad y de protección infantil a las 
mujeres que trabajaban en el sector no estructurado de la economía mexicana, para aumentar la 
contratación de mujeres en el sector estructurado y para cambiar los lugares comunes negativos 
sobre las mujeres; cuántas familias se beneficiaban del Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia y cuántas eran rechazadas; qué esfuerzos se estaban haciendo para reducir 
la explotación económica y social de los menores y para reducir el abandono.

95. Además, los miembros del Comité desearon saber si en México era posible que ambos 
progenitores continuasen ejerciendo la patria potestad sobre los hijos, particularmente en caso 
de disolución del matrimonio, y qué tipo de régimen matrimonial era aplicable cuando no se 
había concertado un contrato de matrimonio. Se solicitaron estadísticas sobre los porcentajes 
de matrimonios, de divorcios y de uniones libres. Los miembros del Comité se preguntaron 
si el fenómeno de las parejas que no habían contraído matrimonio constituía una tradición o 
representaba una tendencia moderna en el país. También preguntaron si en el Pacto de Solidaridad 
Económica se concedía a los pensionistas y a los trabajadores una compensación de los efectos 
de la inflación sobre sus ingresos y si el derecho de las madres que trabajaban para incorporarse 
a su empleo significaba que tenían derecho al mismo empleo o a un empleo equivalente.
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(…)

D. Artículo 12: Derecho a la salud física y mental

107. Los miembros del Comité preguntaron cómo se extendía el programa de seguridad social en 
México a las poblaciones indígenas y a los refugiados, si había diferencias entre los empleados 
domésticos y otros empleados por lo que se refiere a la seguridad social, cuántos médicos había 
en México por cada 1.000 habitantes, cuáles eran las políticas que aplicaba el Gobierno para 
que los sectores de la sociedad menos favorecidos económicamente pudieran comprar los 
medicamentos, qué medidas se habían adoptado para prevenir el SIDA, si no era posible ampliar 
el cuadro sobre salud reproducido en el informe con objeto de reflejar el efecto del crecimiento de 
la población y con qué dificultades tropezaba México para controlar los nacimientos.

108. […] Los miembros de Comité advirtieron que, según las estadísticas correspondientes, había 
en México una estrechísima relación entre mortalidad infantil, esperanza de vida y existencia de 
enfermedades infecciosas/contagiosas. Pidieron que se profundizase más en ese problema y que 
se indicasen los esfuerzos Desplegados por el Estado para reducir sus efectos.

Observaciones finales sobre el segundo informe presentado por el Estado adoptadas 
en noviembre de 1993.10

1. El Comité examinó el segundo informe periódico de México sobre los artículos 1 a 15 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en sus sesiones 32ª, 33ª, 34ª y 35ª, 
celebradas los días 29 y 30 de noviembre de 1993 y adoptó las siguientes observaciones finales.

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el tercer informe presentado por el Estado adoptadas 
el 2 de diciembre de 1999.11 
1. El Comité examinó el tercer informe periódico de México (E/1994/104/Add.41) en sus sesiones 
44ª a 46ª, los días 25 y 26 de noviembre de 1999, y aprobó en su 54ª sesión (21º período 
de sesiones), celebrada el 2 de diciembre de 1999, las observaciones finales que figuran a 
continuación:

E. Sugerencias y recomendaciones

37. El Comité también exhorta al Estado parte a adoptar medidas inmediatas para proteger a 
las trabajadoras en las maquiladoras, entre ellas prohibir la práctica de exigirles una certificación 
médica de que no están embarazadas para ser contratadas y tomar medidas judiciales contra el 
empleador que incumpla la prohibición.

40. El Comité insta al Estado parte a que tome medidas más eficaces para combatir la violencia 
doméstica, y en particular la violencia doméstica contra la mujer, y el grave problema de los niños 
de la calle. El Comité insta también al Estado parte a que ponga remedio a las causas que originan 
esos problemas. 

42. El Comité exhorta al Estado parte a seguir tomando medidas eficaces para prestar a todos los 
niños atención básica de la salud y para luchar contra la malnutrición, haciendo especial hincapié 
en los niños de los grupos indígenas o en los que viven en zonas rurales y apartadas.

10 E/C.12/1993/16, 5 de enero de 1994
11 E/C.12/1/Add.41, 8 de diciembre de 1999

2º

3º
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12 E/C.12/MEX/CO/4, 9 de junio de 2006

43. El Comité pide que el Estado parte vigile estrechamente la mortalidad de la mujer y tome 
medidas para disminuir la mortalidad provocada por el aborto ilegal. En particular, el Comité 
recomienda que el Estado parte intensifique su campaña educativa con relación a la salud sexual 
y genésica de la mujer e incorpore estos temas en los planes de estudios de las escuelas. 

46. El Comité recomienda que el Estado parte tome las medidas necesarias para asegurar la 
amplia difusión, incluyendo la enseñanza de los derechos humanos en todos los planes de 
estudio, entre todos los sectores de la sociedad, en particular el poder judicial y las autoridades 
administrativas, de las disposiciones del Pacto.

Observaciones finales sobre el cuarto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 19 de mayo de 2006.12 
1. El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales examinó el cuarto informe periódico 
de México sobre la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (E/C.12/4/Add.16) en sus sesiones 13ª, 14ª y 15ª, celebradas los días 9 y 10 de mayo 
de 2006 (E/C.12/2006/SR.13 a 15), y en su 29ª sesión, celebrada el 19 de mayo de 2006, aprobó 
las siguientes observaciones finales.

E. Sugerencias y recomendaciones

(…)

29. El Comité alienta al Estado parte a considerar la adopción de disposiciones legislativas sobre 
la igualdad de género a nivel federal y de los Estados. Insta al Estado parte a que vele por que 
todos los Estados adopten y apliquen efectivamente leyes sobre acoso sexual y porque se revoque 
cualquier disposición contraria al artículo 3 del Pacto en la legislación federal y de los Estados.

(…)

31. El Comité recomienda al Estado parte que vele por que los salarios fijados por la Comisión 
Nacional de Salarios, o negociados entre los trabajadores y empleadores, aseguren a todos los 
trabajadores y empleados, en particular a las mujeres y los indígenas, condiciones de vida dignas 
para ellos y para sus familias, de conformidad con el inciso ii) del apartado a) del artículo 7 del 
Pacto.

(…)

33. El Comité insta al Estado parte a que modifique la Ley federal de trabajo u otras leyes, con 
miras a prohibir la práctica de exigir certificados de no gravidez a las mujeres como requisito para 
darles un empleo y a que sancione a los empleadores que no cumplen estas disposiciones.

(…)

38. El Comité exhorta al Estado parte a que proceda a adoptar la Ley general por la que se 
establece un Sistema Nacional de Prevención, Protección, Asistencia y Erradicación de la Violencia 
contra las Mujeres y las Niñas, el Código Penal Federal, el Código Civil Federal, la Ley federal 
para prevenir y eliminar la discriminación y la Ley de asistencia social, así como otros proyectos de 
ley, con objeto de: a) proporcionar un asesoramiento adecuado y prestar una asistencia médica, 

4º
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psicológica y jurídica apropiada a las víctimas de la violencia doméstica, b) definir los delitos 
de la violencia doméstica y el incesto, así como las penas para los autores de actos de esa 
naturaleza, y c) dictar órdenes de alejamiento para los autores de esos actos, así como el pago 
de indemnizaciones y pensiones alimentarias a las víctimas de violencia doméstica. El Comité 
también exhorta al Estado parte a que se comprometa a armonizar y promulgar legislación sobre 
la violencia doméstica y el incesto en todos sus Estados, a aumentar la capacidad y mejorar las 
condiciones de sus refugios para mujeres y niños maltratados y a intensificar las campañas de 
concienciación, así como la formación de los magistrados, los fiscales, la policía y el personal 
médico sobre la índole criminal de tales actos. El Comité invita al Estado parte a que proporcione 
en su próximo informe periódico información sobre los resultados de estas medidas y el número 
de víctimas, autores, condenas, los tipos de sanciones impuestas y la asistencia proporcionada 
a las víctimas.

39. El Comité pide al Estado parte que comunique en su segundo informe periódico información 
estadística sobre el número de víctimas de la trata, desglosada por año, sexo, edad y origen 
nacional o étnico, así como el de los autores, las condenas, los tipos de sanciones impuestas y la 
asistencia prestada a las víctimas.

40. El Comité recomienda al Estado parte que aumente y equipare la edad mínima exigida a las 
niñas y los varones para contraer matrimonio, así como la edad del consentimiento sexual, a nivel 
federal y de los Estados.

(…)

44. El Comité recomienda al Estado parte que asegure y supervise el pleno acceso de las mujeres 
víctimas de violación al aborto legal, que aplique el Programa de Arranque Parejo en la Vida en 
todos sus Estados, vele por que todos tengan plenamente acceso, especialmente las niñas y las 
jóvenes, a la educación y los servicios de salud reproductiva, sobre todo en las zonas rurales y las 
comunidades indígenas, y asigne recursos suficientes con ese fin.

45. El Comité insta al Estado parte a que aumente el número de docentes en las escuelas primarias 
y secundarias, sobre todo en las regiones apartadas y habitadas por indígenas, así como el 
presupuesto para la educación, en particular la educación intercultural y bilingüe, a que refuerce 
y mejore los programas de escolarización para los niños indígenas y migrantes, los niños que 
trabajan y los niños pertenecientes a otros grupos desfavorecidos y marginados, especialmente 
las niñas, y a que comunique en su próximo informe los progresos realizados para lograr el acceso 
universal a la educación primaria y secundaria obligatoria.

(…)

47. El Comité pide al Estado parte que dé amplia difusión a las presentes observaciones finales en 
todos los niveles de la sociedad, en particular entre los funcionarios del Estado y los miembros del 
poder judicial, y que en su próximo informe periódico le comunique todas las medidas que haya 
adoptado para ponerlas en práctica. También alienta al Estado parte a que recabe la participación 
de las organizaciones no gubernamentales y otros miembros de la sociedad civil en el proceso de 
debate nacional previo a la presentación de su próximo informe periódico.

48. El Comité pide al Estado parte que presente sus informes periódicos quinto y sexto combinados 
a más tardar el 30 de junio de 2012.
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Comité para la Eliminación de 
la Discriminación Racial 
Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

2º

3º

4º

13 Suplemento No. 18 (A/31/18), 1976
14 Suplemento No. 18 (A/34/18), 1979
15 Suplemento No.18 (A/35/18), 1980
16 Suplemento No. 18 (A/37/18), 1982

Observaciones finales sobre el primer informe presentado por el Estado adoptadas 
en 1976.13 
231. El Comité tomó nota con satisfacción de que el informe inicial de México proporcionaba 
información sobre las disposiciones constitucionales pertinentes, así como sobre las medidas 
administrativas y de otra índole por las que se daba efecto a las disposiciones de la Convención, 
proporcionaba los textos de los artículos de la Constitución Política a que se hacía referencia y 
ofrecía la información prevista en la recomendación general III. Se lamentó que el informe no 
estuviese organizado de conformidad con las directrices establecidas por el Comité en su primer 
período de sesiones.

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el segundo informe presentado por el Estado adoptadas 
en 1979.14 
79. El segundo informe periódico de México (CERD/C/16/Add.1) fue encomiado por su calidad y 
minuciosidad, que demostraban que dicho país estaba dispuesto a colaborar activamente con el 
Comité.

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el tercer informe presentado por el Estado adoptadas 
en 1980.15 
453. El Comité examinó el tercer informe periódico de México (CERD/C/63/Add.1) junto con la 
declaración de presentación hecha por el representante del Estado informante.

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el cuarto informe presentado por el Estado adoptadas 
en 1982.16 
359. El Comité examinó el cuarto informe periódico de México (CERD/C/88/Add.l), luego de una 
breve declaración preliminar efectuada por el representante del Estado informante, quien explicó 
que este informe se limitaba a complementar los anteriores, aclarar algunos puntos y responder 
las preguntas formuladas por los miembros del Comité.

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.
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5º

6º

7º

8º

9º

17 Suplemento No. 18 (A/40/18), 1985
18 Suplemento No. 18 (A/44/18), 1990
19 Suplemento No. 18 (A/46/18), 1992
20 Suplemento No. 18 (A/50/18), 1996
21 CERD/C/304/Add.30, 11 de diciembre de 1997

Observaciones finales sobre el quinto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 8 de marzo de 1985.17 
151. El quinto informe periódico de México (CERD/C/115/Add.l y Corr.l) fue examinado por el 
Comité en sus 706a. y 707a. sesiones, celebradas el 8 de marzo de 1985 (CERD/C/SR.706 y 
SR.707).

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el sexto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 8 de agosto de 1989.18 
60. El Comité examinó el sexto informe periódico de México (CERD/C146/Add.2) en su 833a. 
sesión, celebrada el 8 de agosto de 1989 (CERD/C/SR.833).

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el séptimo y octavo informe presentados por el Estado 
adoptadas en agosto de 1991.19 
347. Los informes periódicos séptimo y octavo de México, presentados en un único documento 
(CERD/C/194/Add.1), fueron examinados por el Comité en sus 930a. y 931a. sesiones, celebradas 
el 15 y el 16 de agosto de 1991 (véanse CERD/C/SR.930 y 931).

Observaciones finales

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el noveno y décimo informe presentados por el Estado 
adoptadas el 9 de marzo de 1995.20 
353. El Comité examinó los informes periódicos noveno y décimo, combinados en un solo 
documento (CERD/C/260/Add.1), en sus sesiones 1104ª y 1105ª, celebradas los días 2 y 3 de 
agosto de 1995 (véase CERD/C/SR.1104 y 1105). A la par que los informes periódicos noveno y 
décimo, el Comité examinó también un informe con datos adicionales (CERD/C/286), solicitado 
en virtud de la decisión 2 (46) del Comité, de fecha 9 de marzo de 1995, de conformidad con el 
párrafo 1 del artículo 9 de la Convención.

d) Sugerencias y recomendaciones

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre el décimo primer informe presentado por el Estado 
adoptadas en agosto de 1997.21 
1. El Comité examinó el 11º informe periódico de México (CERD/C/263/Add.10) y en sus sesiones 
1206ª y 1207ª (CERD/C/SR. 1206 a 1207), celebradas los días 17 y 18 de marzo de 1997. En sus 
sesiones 1231ª, 1234ª y 1235ª, celebradas los días 14, 15 y 18 de agosto de 1997, respectivamente, 
aprobó las siguientes observaciones finales.
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10º

22 CERD/C/MEX/CO/15, 21 de marzo de 2006

E. Sugerencias y recomendaciones

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.

Observaciones finales sobre los informes del décimo segundo al décimo quinto 
presentados por el Estado adoptadas el 7 de marzo de 2006.22 
1. El Comité examinó en sus sesiones 1731 y 1732 (CERD/C/SR. 1731 y 1732), celebradas los 
días 20 y 21 de febrero de 2006, los informes periódicos 12 al 15 de México que deberían de 
haberse presentado el 22 de diciembre de 1998, 2000, 2002 y 2004 respectivamente, y que se 
presentaron refundidos en un solo documento (CERD/C/473/Add.1). En sus sesiones 1752 y 1753 
(CERD/C/SR.1752 y 1753), celebradas el 7 de marzo de 2006, el Comité aprobó las siguientes 
observaciones finales.

C. Motivos de preocupación y recomendaciones

No se observan recomendaciones con perspectiva de género.
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Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer

Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

23 Suplemento No. 45 (A/39/ 45), 1984

Observaciones finales sobre el primer informe presentado por el Estado adoptadas 
en agosto de 1983.23

El comité no realizó recomendaciones explicitas, sin embargo, expreso una serie de preocupaciones 
relacionadas a la mujer.

67. El Comité examinó el informe inicial de México (CEDAW/C/5/ Ad d. 2) en sus sesiones 13ª y 
17ª, celebradas los días 2 y 5 de agosto de 1983, respectivamente (CEDAW/ C/ SR. 1 3 y 17).

70. El Comité acogió con beneplácito el informe inicial presentado por México y observó que se 
había promulgado un impresionante cuerpo legislativo para garantizar la igualdad de la mujer. 
También observó que quizá fuese conveniente recibir más información sobre la aplicación de 
dicha legislación. Varios miembros lamentaron la falta de datos estadísticos, lo que no permitía 
al Comité tener una imagen clara de la situación real de la mujer en México. Se señaló que en el 
futuro todos los informes de los países deberían ir acompañados de datos empíricos.

71. En relación con lo que antecede, se preguntó qué beneficios concretos había obtenido la 
mujer de la promulgación de la legislación sobre igualdad de derechos, con qué obstáculos 
se tropezaba en su aplicación y qué solución o soluciones se preveían para superarlos. Otros 
miembros hicieron preguntas sobre los recursos y las sanciones concretas previstas por la ley 
contra actos de discriminación contra la mujer. A este respecto, se señaló también que al parecer 
no existían instituciones que prestasen asistencia a la mujer en el ejercicio de sus derechos y 
no había información sobre la capacidad del sistema judicial para reparar los agravios contra las 
mujeres. También se pidió información sobre la medida en que la mujer recurría al sistema judicial 
para hacer valer sus derechos.

72. Con respecto a la función de la mujer en la familia, se observó que en el informe no figuraban 
datos sobre la forma en que se compartían las responsabilidades familiares entre el marido y 
la esposa y que tampoco había referencia alguna a la condición de la mujer en las relaciones 
consensuales, y se preguntó si dichas uniones estaban ahora reconocidas por la ley. Se planteó la 
cuestión de los apellidos de los niños nacidos dentro del matrimonio y fuera de éste. En la esfera 
de la seguridad y el bienestar sociales, no estaba claro si una esposa podía recibir una pensión 
al jubilarse o si ello dependía del fallecimiento de su esposo. Había otras esferas que requerían 
mayores aclaraciones y detalles, como la salubridad, la educación y el empleo. En el informe 
no se hacía referencia a la planificación de la familia, ni se indicaba si la mujer podía decidir el 
espaciamiento de los nacimientos de sus hijos y si el aborto estaba legalizado.

73. Con respecto a los derechos civiles y políticos de la mujer, se plantearon cuestiones relativas a 
la libertad de ejercer una profesión o presentarse a cargos electivos. Una experta pidió aclaraciones 
en relación con la expresión que aparecía en el artículo 34 de la Constitución, en que se afirmaba 
que todos los varones y mujeres mexicanos que reunieron las condiciones de haber cumplido la 
mayoría de edad y “vivir honestamente” eran ciudadanos de la República.
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2º

24 Párrafo 76, ídem. En 1983, al ratificar la Convención, el Gobierno de México expresó una reserva con relación al apartado c) del artículo 10 de la CEDAW, debido a 
sus consecuencias financieras.

25 Suplemento No. 38 (A/45/ 38), 1990

74. En informe revelaba la persistencia de valores tradicionales, como la asignación de papeles 
concretos a las personas según su sexo, al igual que prejuicios, y se refería a “usos o prácticas”. 
Se estimó que no estaba claro cómo se proponía el Gobierno cambiar ese estado de cosas, 
ni cuáles eran esos “usos o prácticas”. Un miembro preguntó en qué medida las actitudes y la 
percepción de la mujer con respecto a sí misma contribuían a las desigualdades que aún existían, 
y si se había informado a las propias mujeres de sus derechos, y en qué medida los estaban 
haciendo valer. También se señaló que parecía haber una correlación entre la mujer rural y la 
mujer indígena, pero no se daba información sobre qué medidas se habían adoptado para mejorar 
su situación. • La crisis económica mundial.24

75. El Comité también tomó nota de la referencia que el representante había hecho en su 
introducción a la crisis económica mundial y cómo ésta había afectado a la condición de la mujer; 
varios miembros preguntaron en qué forma había afectado efectivamente la crisis a la mujer y 
cómo proyectaba el Gobierno superar el problema.

Observaciones finales sobre el segundo informe presentado por el Estado adoptadas 
el 30 de enero de 1990.25 
350. El Comité examinó el segundo informe periódico de México (CEDAW/ C/131/ Add.l0 y 
Amend.1) en su 163s. sesión, celebrada el 30 de enero de 1990 (CEDAW/ C/SR.163).

368. Los miembros del Comité observaron una diferencia muy positiva entre el informe inicial y el 
segundo informe periódico en cuanto este último ofrecía mucha información no sólo respecto de 
la situación de jure, sino con respecto a la situación de facto de la mujer. Observaron la franqueza 
de las respuestas y el empeño de que daba pruebas el Gobierno respecto de las cuestiones de la 
mujer y formularon algunas preguntas adicionales. Respondiendo a la pregunta de si los tribunales 
tomaban en cuenta el valor del trabajo realizado por la mujer en el hogar en caso de controversia 
acerca de los bienes en un divorcio, la representante dijo que preocupaba grandemente a muchas 
organizaciones de mujeres que el trabajo realizado por la mujer en el hogar no había recibido 
el reconocimiento debido. A otra pregunta relativa a la falta de programas especializados de 
capacitación de la mujer, respondió que el Gobierno estaba dando gran énfasis a los programas 
de capacitación de la mujer, especialmente en el sector no estructurado. Respecto de una 
observación en cuanto a que tal vez sería más apropiado dar estructura al informe por regiones 
diferentes, dijo que correspondía al Comité enmendar sus directrices en consecuencia.

369. Los miembros pidieron que en el informe siguiente se incluyera información más pormenorizada 
acerca del sector no estructurado, del porcentaje de mujeres que vivían en la pobreza y de las 
medidas adoptadas por los sindicatos en beneficio de la mujer. Acerca de la pregunta en cuanto 
a los efectos de la Convención sobre la condición de la mujer en el país, la representante indicó 
que la Convención desde luego había surtido efectos, pero era difícil medirlo desde el punto 
de vista del Gobierno. Se habían destinado seminarios y cursos especiales a cuestiones de la 
mujer, pero no tenía información concreta acerca de las actividades de las organizaciones no 
gubernamentales y los movimientos de la mujer como resultado de la Convención. Se expresó 
preocupación por cuanto la prensa podría no estar haciendo lo suficiente por tratar de cambiar 
las ideas estereotipadas acerca de la mujer. La representante señaló también que era necesario 
hacer mucho más por asegurar la interacción entre la satisfacción de las necesidades derivadas 
de la crisis económica y el cumplimiento de los objetivos de la Convención.
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3º Observaciones finales sobre el tercer y cuarto informe presentados por el Estado 
adoptadas el 30 de enero de 1998.26 
354. El Comité examinó los informes periódicos tercero y cuarto combinados de México (CEDAW/C/
ME X/3- 4 y Add.1) en sus sesiones 376ª y 377ª, celebradas el 30 de enero de 1998 (véase 
CEDAW/C/SR.376 y 377).

Sugerencias y recomendaciones

401. El Comité invita a México a que siga permitiendo que las organizaciones no gubernamentales 
de mujeres participan en la aplicación de la Convención.

402. El Comité recomienda que, a pesar de la estructura del Gobierno federal, la constitución y la 
Convención de Belém do Pará se apliquen en todo el país para acelerar los cambios legales en 
todos los estados y pide al Gobierno de México que presente informaciones sobre las medidas 
tomadas al respecto en el próximo informe.

403. El Comité recomienda que el Gobierno de México continúe sus esfuerzos por reducir 
los niveles de pobreza entre las mujeres rurales, especialmente indígenas, y que trabaje en 
colaboración con las organizaciones no gubernamentales, dedicando especiales esfuerzos a 
impulsar programas de educación, empleo y salud que propicien la integración de la mujer como 
beneficiaria y protagonista del proceso de desarrollo. Dados los niveles relativamente altos de 
crecimiento de la economía mexicana a que se hizo referencia, el Comité señala que vería con 
agrado que se lograra redistribuir la riqueza de forma más equitativa entre la población.

404. El Comité sugiere que México haga una evaluación de las áreas a las que no se aplica 
la acción afirmativa, por ejemplo el sector privado, y que presente en el próximo informe una 
evaluación consolidada de todas las iniciativas de acciones afirmativas.

405. El Comité propone que en su próximo informe México brinde mayor información sobre 
los mecanismos que existen para que las mujeres puedan apelar judicialmente en base a la 
Convención. 

406. El Comité expresa la esperanza de que el Gobierno siga vigilando el cumplimiento de la 
legislación laboral en las plantas maquiladoras, y continúe la labor de sensibilización de los 
empleadores en esas plantas.

407. El Comité solicita también que la Secretaría de Reforma Agraria siga tratando oficialmente 
de persuadir a las asambleas de los ejidos de que asignen a las mujeres las parcelas que les 
corresponden. 

408. El Comité recomienda que el Gobierno evalúe la conveniencia de revisar la legislación que 
penaliza el aborto y sugiere que se evalúe la posibilidad de autorizar el uso del anticonceptivo 
RU486, tan pronto esté disponible, ya que es económico y de fácil uso. 

409. El Comité solicita que en el próximo informe se incluya información sobre los efectos de los 
programas para limitar y prevenir los embarazos entre las adolescentes.

410. El Comité recomienda que se desarrolle una labor de capacitación del personal de la salud 
sobre los derechos humanos de la mujer, específicamente sobre su derecho a seleccionar, 
libremente y sin coacción, los métodos anticonceptivos.

26 Suplemento No. 38 (A/53/ 38/ Rev. 1), 1998
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411. El Comité sugiere que el Gobierno siga procurando adoptar una legislación nacional sobre 
todas las formas de violencia contra la mujer, incluida la violencia en el hogar, para lo cual se han 
de ajustar las leyes de los estados a las leyes.

412. El Comité solicita al Gobierno que se piense en la posible ejecución de un plan integrado a 
largo plazo de lucha contra la violencia, el cual podría contemplar la acción judicial; la capacitación 
del personal judicial, policial y de salud; la información a las mujeres sobre sus derechos y sobre 
la Convención; y el fortalecimiento de los servicios de atención a las víctimas.

413. El Comité recomienda que se tomen medidas rigurosas contra los perpetradores de violencia 
contra las mujeres y que se haga más fácil a las víctimas entablar una acción judicial contra 
ellos.

414. El Comité recomienda que el Gobierno examine en su próximo informe la cuestión de si 
tiene o no la intención de legalizar la prostitución y de si esto ha sido debatido públicamente. 
Recomienda enérgicamente que al legislar no se discrimine a las prostitutas sino que se sancione 
a los proxenetas.

415. El Comité recomienda que se establezcan cambios en las sanciones que fija la ley para 
los perpetradores de violación y que el Estado vele por su aplicación. Recomienda además que 
se promuevan campañas de sensibilización para las organizaciones no gubernamentales y los 
legisladores.

416. El Comité sugiere que se tomen medidas en contra de los empleadores que discriminan en 
base al embarazo. Las mujeres afectadas deben recibir apoyo y se deben dar señales claras a la 
sociedad de que ese tipo de discriminación no será tolerado. 

417. El Comité pide al Gobierno que en su próximo informe le proporcione información sobre 
los mecanismos de apelación de que disponen las mujeres cuando al dividirse los bienes en el 
divorcio se ven perjudicadas a pesar de su contribución al patrimonio familiar.

418. El Comité pide al Gobierno que en su próximo informe le proporcione información sobre las 
mujeres que emigran, sobre los lugares de destino y sobre si la migración es regulada por algún 
organismo autorizado.

419. El Comité pide que en el próximo informe se incluyan datos comparativos entre hombres y 
mujeres sobre las pensiones, en cuanto a acceso y monto mínimo.

420. El Comité pide que en el próximo informe se incluya información sobre si la homosexualidad 
está tipificada en el código penal. 

421. El Comité pide informaciones sobre las mujeres jefas de empresas rurales y sobre los 
programas para la promoción económica de las mujeres rurales.

422. El Comité recomienda que se establezcan programas de educación sobre las disposiciones de 
la Convención y los derechos de las mujeres para el personal judicial, los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, los abogados encargados de aplicar la ley, y otros. El Comité recomienda 
también que se adopten medidas adicionales para incrementar el número de mujeres en todos los 
niveles del poder judicial y en los organismos encargados de hacer cumplir la ley.

423. El Comité propone que se lleve a cabo una campaña de educación de las mujeres sobre 
el contenido de la Convención, alertándolas sobre sus derechos económicos, políticos, civiles y 
culturales. 
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424. El Comité acogerá con agrado la inclusión sistemática de estadísticas en los próximos 
informes para propiciar el diálogo con el Comité sobre la situación de hecho de las mujeres. En 
particular, el Comité pide datos sobre la aplicación del sistema de información que empieza a 
ponerse en práctica. 

425. El Comité recomienda que el Gobierno de México preste atención preferente a salvaguardar 
los derechos humanos de las mujeres, incluidos los de las indígenas y las mujeres en las zonas 
de conflicto, especialmente donde operan cuerpos policiales y armados. 

426. El Comité recomienda que todos los estados de México revisen su legislación de modo que, 
cuando proceda, se garantice el acceso rápido y fácil de las mujeres al aborto.

427. El Comité pide que se dé amplia difusión a estas observaciones finales en México para que el 
pueblo de México, y en particular sus políticos y funcionarios públicos, tengan conocimiento de las 
medidas tomadas para asegurar en la práctica la igualdad de la mujer y las medidas adicionales 
necesarias para alcanzar dicha meta. El Comité pide también al Gobierno que continúe dando 
amplia difusión, especialmente entre las organizaciones de mujeres y de derechos humanos, a 
la Convención, las recomendaciones generales del Comité y la Declaración y la Plataforma de 
Acción de Beijing.

Observaciones finales sobre el quinto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 6 de agosto de 2002.27  
410. El Comité examinó el quinto informe periódico de México (CEDAW/ C/MEX/5) en sus sesiones 
569a y 570a, celebradas el 6 de agosto de 2002 (véanse CEDAW/C/SR.569 y 570).

Principales esferas de preocupación y recomendaciones28 

427. Aunque el Comité toma nota de las reformas, las iniciativas legislativas y los planes y programas 
que se están llevando a cabo, le preocupa de manera especial la ausencia de evaluación de los 
diversos programas puestos en práctica, así como de su impacto específico en las mujeres en 
particular.

428. El Comité exhorta al Estado parte a prestar especial atención a la promoción de la 
implementación y evaluación de las políticas en los tres niveles de gobierno existentes en 
el país, en particular, las municipalidades y al establecimiento de un calendario específico 
para vigilar y evaluar los progresos alcanzados en el cumplimiento de las obligaciones de 
la Convención.

429. El Comité expresa su preocupación porque no se describen casos en que la Convención 
haya sido invocada ante los tribunales, así como ante la falta de recopilación de sentencias a este 
respecto. 

430. El Comité insta al Estado parte a que emprenda campañas de difusión, educación y 
sensibilización sobre las disposiciones de la Convención dirigidas a la sociedad en su 
conjunto y, en particular, al personal encargado de la administración y defensa de la justicia 
y a las mujeres mexicanas en especial, para hacerlas conocedoras de sus derechos en el 
ámbito tanto judicial nacional como estatal.

4º

27 Suplemento No. 38 (A/57/ 38), 2002
28 Las recomendaciones se encuentran en negrita.
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431. Si bien observa que el problema de la violencia es considerado como una de las áreas 
prioritarias del Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación (PRO 
EQUIDAD), y que se han promulgado reformas importantes al Código Penal, el Comité expresa 
gran preocupación por la violencia contra la mujer en México, incluyendo la violencia doméstica, 
que permanece sin penalizar en varios Estados.

432. El Comité pide al Estado parte que tenga en cuenta la Recomendación 19 sobre la violencia 
contra la mujer y tome las medidas necesarias para que la ley sancione adecuadamente 
todas las formas de violencia contra la mujer y la existencia de procedimientos adecuados 
para la investigación y el procesamiento. Recomienda que se promueva la promulgación 
de leyes federales y estatales, según proceda, que criminalicen y sancionen la violencia 
doméstica y a los perpetradores de la misma y que se adopten medidas para que las 
mujeres víctimas de tal violencia puedan obtener reparación y protección de inmediato, 
en particular, mediante el establecimiento de teléfonos de atención 24 horas, el aumento 
de centros de acogida y de campañas de tolerancia cero respecto de la violencia contra la 
mujer, para que se reconozca como un problema social y moral inaceptable. Asimismo, el 
Comité considera especialmente importante que se adopten medidas para la capacitación 
en derechos humanos y tratamiento de la violencia contra la mujer del personal de los 
servicios de salud, comisarías y fiscalías especializadas. 

433. Preocupa al Comité que, aunque el Estado parte ha puesto en práctica estrategias para la 
reducción de la pobreza, ésta constituye un grave obstáculo para el goce de los derechos de las 
mujeres que representan la mayoría de los sectores más vulnerables, en especial, las mujeres de 
zonas rurales e indígenas.

434. El Comité insta al Estado parte a que se asigne prioridad a la mujer en su estrategia 
de erradicación de la pobreza, con especial atención a las mujeres de las zonas rurales 
e indígenas, y, en este contexto, se deberían adoptar medidas y programas específicos 
dirigidos a garantizar que la mujer disfrute plenamente de sus derechos en un plano de 
igualdad en las áreas de educación, empleo y salud, haciendo especial hincapié en el 
trabajo conjunto con organizaciones no gubernamentales y en la participación de dichas 
mujeres no sólo como beneficiarias sino también como agentes de cambio en el proceso 
de desarrollo.

435. El Comité observa con gran preocupación la problemática de la explotación de la prostitución, 
la pornografía infantil y el tráfico y la trata de mujeres y niñas en México, así como la ausencia de 
estadísticas desagregadas por sexo sobre la incidencia y evolución de estos fenómenos.

436. El Comité alienta al Estado parte a tomar medidas para combatir el fenómeno del tráfico 
y la trata de mujeres y niñas, tanto hacia el extranjero como del exterior hacia el país, la 
explotación de la prostitución, así como a recopilar y sistematizar datos desagregados por 
sexo, con vistas a la formulación de una estrategia amplia para poner fin a estas prácticas 
degradantes y sancionar a sus perpetradores. 

437. Dado el creciente número de mujeres mexicanas que están emigrando a otros países en 
busca de mayores oportunidades laborales, preocupa al Comité que tal circunstancia les pueda 
hacer especialmente vulnerables a situaciones de explotación o tráfico. 

438. El Comité exhorta al Estado parte a que se concentre en las causas de este fenómeno, 
adoptando medidas encaminadas a mitigar la pobreza y a potenciar e impulsar el papel 
económico de la mujer, así como la plena garantía del reconocimiento y ejercicio de sus 
derechos. Asimismo el Comité alienta al Estado parte a buscar acuerdos bilaterales o 
multilaterales con los países de destino de estas mujeres. 
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439. El Comité expresa gran preocupación por los acontecimientos sucedidos en Ciudad Juárez 
y por los continuos homicidios y desaparición de mujeres. El Comité se muestra especialmente 
preocupado por la aparente falta de conclusiones finales en las investigaciones sobre las causas 
de los numerosos homicidios de mujeres y la identificación y el enjuiciamiento de los perpetradores 
de tales crímenes para proteger a las mujeres de dicha violencia.

440. El Comité insta al Estado parte a impulsar y acelerar el cumplimiento de la Recomendación 
44/98 emitida por la Comisión Nacional de Derechos Humanos Mexicana, en relación con 
el esclarecimiento y la sanción de los homicidios de Ciudad Juárez. Asimismo, el Comité 
insta al Estado parte a que proteja a las mujeres de esta violación de su derecho humano 
a la seguridad personal. 

441. El Comité manifiesta preocupación por la baja calidad en el empleo de las mujeres mexicanas, 
en lo referente a discriminación salarial, segregación vertical y horizontal y prestaciones sociales. 
Asimismo, preocupa al Comité de manera especial la problemática de las mujeres que trabajan en 
el sector no estructurado, incluidas las trabajadoras domésticas, y sobre todo, preocupa también 
al Comité la situación de las mujeres trabajadoras de la industria maqui l adora , cuyos derechos 
laborales más básicos no se respetan; en particular, preocupa al Comité la exigencia, por parte de 
los empleadores, de resultados negativos de las pruebas de embarazo y la posibilidad de que las 
trabajadoras de esa industria sean despedidas si los resultados son positivos.

442. El Comité recomienda al Estado parte que acelere la adopción de las reformas 
necesarias de la Ley laboral, incluida la prohibición de discriminación contra la mujer, para 
garantizar su participación en el mercado laboral en un plano de igualdad real con los 
hombres. Asimismo, insta al Estado parte a hacer efectivos los derechos laborales de las 
mujeres en todos los sectores. Con este fin, se recomienda al Estado parte fomentar y 
potenciar el papel del Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES) en el proceso de 
negociación de la Ley laboral para dar cumplimiento específico a las necesidades de las 
mujeres trabajadoras, en particular al principio de igual retribución por trabajo de igual 
valor y a la prohibición específica de requerir a las trabajadoras de la industria maquiladora 
el test negativo de embarazo.

443. El Comité expresa su preocupación por el bajo porcentaje de mujeres en puestos de alto nivel 
en todas las esferas, en particular, las esferas política, parlamentaria, sindical y educativa.

444. El Comité recomienda que se adopten estrategias dirigidas a lograr un aumento del 
número de mujeres que intervienen en la adopción de decisiones a todos los niveles, y 
en particular, en las municipalidades a nivel local, a través de la adopción de medidas 
especiales de carácter temporal de conformidad con el artículo 4.1 de la Convención, y se 
refuercen las actividades encaminadas a promover mujeres a cargos de dirección tanto en 
el sector público como el privado, con programas de capacitación especiales y campañas 
de sensibilización sobre la importancia de la participación de la mujer en la adopción de 
decisiones a todos los niveles.

445. El Comité observa con preocupación la alta tasa de mortalidad derivada de la maternidad, 
en especial, en aquellos casos derivados de abortos en adolescentes, y la insuficiente educación, 
difusión, accesibilidad y oferta de todos los métodos anticonceptivos, especialmente entre las 
mujeres pobres de las zonas rurales y urbanas, así como entre los adolescentes. Asimismo, el 
Comité nota con preocupación el incremento del VIH/ SIDA entre los adolescentes, especialmente 
entre las mujeres.

446. El Comité recomienda que el Estado parte examine la situación de la población 
adolescente con prioridad y lo exhorta a adoptar medidas para que se garantice el 
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acceso a servicios de salud reproductiva y sexual y se preste atención a las necesidades 
de información de los adolescentes, incluso mediante la aplicación de programas y 
políticas conducentes a incrementar los conocimientos sobre los diferentes medios 
anticonceptivos y su disponibilidad, en el entendimiento de que la planificación de la 
familia es responsabilidad de ambos integrantes de la pareja. Además, insta al Estado parte 
a que se fomente la educación sexual de los adolescentes, prestando especial atención a 
la prevención y a la lucha contra el VIH/ SIDA.

447. El Comité nota la insuficiencia de datos estadísticos desagregados por sexo en muchas de 
las áreas abarcadas por el quinto informe, a pesar de que el Comité tiene entendido que el Censo 
Nacional Mexicano se realiza a través de estadísticas desagregadas por sexo.

448. El Comité recomienda una recopilación amplia de datos desagregados por sexo e insta 
al Estado parte a incluir estadísticas relevantes que muestren la evolución del impacto de 
los programas. 

449. El Comité observa con preocupación que la edad mínima legal establecida para contraer 
matrimonio en la mayoría de los Estados, fijada en 16 años, es muy baja, y no es igual para niñas 
y niños. 

450. El Comité recomienda la revisión de tal legislación, aumentando la edad mínima legal 
para contraer matrimonio, así como su aplicación a niñas y niños por igual de acuerdo a 
lo dispuesto en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer y en la Convención sobre los Derechos del Niño. 

451. El Comité pide al Estado parte que al presentar su próximo informe periódico de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 18 de la Convención responda a las cuestiones concretas planteadas 
en estas observaciones finales.

452. Tomando en consideración las dimensiones de género de las declaraciones, los 
programas y las plataformas de acción aprobados en las conferencias mundiales, cumbres y 
períodos extraordinarios de sesiones de las Naciones Unidas (como el período extraordinario 
de sesiones de la Asamblea General para examinar y evaluar la aplicación del Programa de 
Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (el vigésimo primer 
período extraordinario de sesiones), el período extraordinario de sesiones de la Asamblea 
General sobre la infancia (el vigésimo séptimo), la Conferencia Mundial contra el Racismo, 
la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia y la Segunda 
Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento), el Comité pide al Estado parte que incluya 
información sobre la aplicación de los aspectos de esos documentos que guarden relación 
con artículos pertinentes de la Convención en su próximo informe periódico.

453. El Comité pide que México dé amplia difusión a las presentes observaciones finales con 
objeto de que la población del país, y en particular los funcionarios públicos y los políticos, 
tengan conocimiento de las medidas que se han adoptado para asegurar la igualdad de jure 
y de facto de la mujer, y las demás medidas que sean necesarias. También pide al Estado parte 
que continúe difundiendo ampliamente, en particular entre las organizaciones de mujeres 
y de derechos humanos, la Convención y su Protocolo Facultativo, las recomendaciones 
generales del Comité, la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing y los resultados 
del vigésimo tercer período de sesiones de la Asamblea General titulado “La mujer en al 
año 2000: igualdad entre los géneros, desarrollo y paz para el siglo XXI”. 
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Observaciones finales sobre el sexto informe presentado por el Estado adoptadas 
el 17 de agosto de 2006.29 
1. El Comité examinó el sexto informe periódico de México (CEDAW/C/MEX/6) en sus sesiones 
751ª y 752ª, celebradas el 17 de agosto de 2006 (véanse CEDAW/SR.751 y 752). La lista de 
cuestiones y preguntas del Comité figura en el documento CEDAW/C/MEX/Q/6 y las respuestas 
de México figuran en el documento CEDAW/C/MEX/Q/6/Add.1.

Principales esferas de preocupación y recomendaciones30 

7. Recordando la obligación del Estado parte de aplicar de manera sistemática y continua todas las 
disposiciones de la Convención, el Comité considera que las preocupaciones y recomendaciones 
que se señalan en las presentes observaciones finales requieren la atención prioritaria del Estado 
parte desde el momento actual hasta la fecha de presentación del próximo informe periódico. En 
consecuencia, el Comité insta al Estado parte a que, en sus actividades de aplicación se centre 
en esas esferas y a que en su próximo informe periódico comunique las medidas adoptadas y 
los resultados conseguidos. Insta también al Estado parte a que presente a todas las secretarías 
competentes y al Congreso las presentes observaciones finales a fin de garantizar su aplicación 
cabal.

8. El Comité observa con preocupación el que no haya una armonización sistemática de la 
legislación y de otras normas federales, estatales y municipales con la Convención, lo cual tiene 
como consecuencia la persistencia de leyes discriminatorias en varios estados y dificulta la 
aplicación efectiva de la Convención. El Comité lamenta las escasas explicaciones proporcionadas 
sobre los mecanismos existentes para que los estados cumplan las leyes federales y los tratados 
internacionales de derechos humanos en que México es parte, así como sobre las medidas que 
se toman cuando los estados y municipios no adoptan las reformas legislativas necesarias para 
garantizar su cumplimiento.

9. El Comité insta al Estado parte a que conceda una alta prioridad a la armonización de 
las leyes y las normas federales, estatales y municipales con la Convención, en particular 
mediante la revisión de las disposiciones discriminatorias vigentes, con el fin de garantizar 
que toda la legislación se adecue plenamente al artículo 2 y a otras disposiciones 
pertinentes de la Convención. El Comité insta al Estado parte a que ponga en marcha un 
mecanismo eficaz para asegurar y supervisar este proceso de armonización. Recomienda 
que el Estado parte adopte medidas para fomentar la concienciación sobre la Convención 
y las recomendaciones generales del Comité destinadas, entre otros, a los diputados y 
senadores, los funcionarios públicos, el poder judicial y los abogados a nivel federal, 
estatal y municipal. 

10. Tomando nota de la aprobación de la Ley general para la igualdad entre mujeres y hombres, 
destinada a establecer un vínculo obligatorio entre los niveles federal y estatal en la formulación 
de políticas y disposiciones legislativas, el Comité observa con preocupación que no existen 
mecanismos suficientes para coordinar y lograr la interacción con los estados y los municipios 
en este proceso. Preocupa al Comité que la inexistencia de este mecanismo de coordinación 
suponga un obstáculo para las iniciativas federales y estatales destinadas a lograr el disfrute de 
los derechos humanos por la mujer y provoque una fragmentación de las actividades. Si bien el 
Comité acoge con satisfacción el hecho de que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
haya sido designada como institución encargada del seguimiento y evaluación de la Ley general 
para la igualdad entre mujeres y hombres, le preocupa que quizás esta institución no cuente 
con los conocimientos especializados en cuestiones de género ni con los recursos humanos y 
financieros necesarios para desempeñar esa función.

29 CEDAW/C/MEX/CO/6 - 7 a 25 de agosto de 2006
30 Las recomendaciones se encuentran en negrita.
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11. El Comité insta al Estado parte a que ponga en marcha mecanismos de coordinación y 
seguimiento destinados a lograr la armonización y aplicación efectivas de los programas y 
políticas relativos a la igualdad de género, así como la aplicación de la Ley general para la 
igualdad entre mujeres y hombres a nivel federal, estatal y municipal. El Comité recomienda 
que el Estado parte vele por que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos reciba los 
recursos financieros. 

12. Preocupan al Comité las demoras en la aprobación de los proyectos de ley pendientes y las 
enmiendas de las leyes vigentes que son críticas para lograr el disfrute de los derechos humanos 
de las mujeres y la eliminación de la discriminación.

13. El Comité insta al Estado parte a que acelere la aprobación de las enmiendas y de 
los proyectos de ley pendientes dentro de calendarios concretos. El Comité recomienda 
al Estado parte que ponga en marcha una estrategia eficaz con prioridades claras para 
garantizar la continuidad de los esfuerzos destinados a lograr que se respeten los derechos 
humanos de la mujer. 

14. Siguen preocupando al Comité las actitudes patriarcales comunes que impiden a las mujeres 
disfrutar de sus derechos humanos y constituyen una causa fundamental de la violencia contra 
ellas. El Comité expresa su preocupación por el clima general de discriminación e inseguridad 
reinante en las comunidades; los lugares de trabajo, en particular las maquilas; y los territorios 
con presencia militar, como las zonas de las fronteras norte y sur, que pueden poner a las mujeres 
en un peligro constante de sufrir violencia, maltrato y acoso sexual. Si bien celebra las medidas 
adoptadas por el Estado parte, el Comité está preocupado por la persistencia de la violencia 
generalizada y sistemática contra las mujeres, que llega incluso a desembocar en homicidios y 
desapariciones, y, en particular, por los actos de violencia cometidos por las autoridades públicas 
contra las mujeres en San Salvador Atenco, en el estado de México. 

15. A la luz de su recomendación general 19, el Comité insta al Estado parte a que adopte 
sin demora todas las medidas necesarias para poner fin a la violencia perpetrada contra la 
mujer por cualquier persona, organización o empresa, así como a la violencia cometida por 
agentes estatales, o derivada de sus acciones u omisiones, a todos los niveles. El Comité 
insta al Estado parte a que acelere la aprobación de la enmienda del Código Penal para 
tipificar el feminicidio como delito, y a que proceda a la aprobación sin demora del proyecto 
de Ley general para el acceso de las mujeres a una vida sin violencia. El Comité recomienda 
al Estado parte que aplique una estrategia global que incluya iniciativas de prevención 
en las que participen los medios de comunicación y programas de educación pública 
destinados a modificar las actitudes sociales, culturales y tradicionales que se hallan en 
el origen de la violencia contra la mujer y que la perpetúan. El Comité insta al Estado parte 
a mejorar el acceso de las víctimas a la justicia y a garantizar que sistemáticamente se 
imponga un castigo efectivo a los culpables y que las víctimas se puedan beneficiar de 
programas de protección. El Comité pide al Estado parte que ponga en marcha mecanismos 
de seguimiento eficaces y evalúe permanentemente la repercusión de todas sus estrategias 
y las medidas adoptadas. Asimismo, insta al Estado parte a que garantice que la encargada 
de la Fiscalía Especial para la atención de delitos relacionados con actos de violencia 
contra las mujeres cuente con la autoridad necesaria, así como con recursos humanos 
y financieros suficientes, para permitirle cumplir su mandato de forma independiente e 
imparcial. El Comité pide al Estado parte que se asegure de que la Fiscal Especial tenga 
jurisdicción en el caso de los delitos cometidos en San Salvador Atenco, a fin de garantizar 
que se enjuicie y se castigue a los culpables. El Comité recomienda que el Estado parte 
proporcione la asistencia económica, social y psicológica necesaria a las víctimas de estos 
delitos. 
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16. Observando con reconocimiento el compromiso y los esfuerzos del Estado parte por afrontar 
los casos de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez, el Comité sigue estando preocupado 
porque continúan produciéndose desapariciones de mujeres y cometiéndose delitos contra ellas, 
y porque las medidas adoptadas son insuficientes para concluir con éxito las investigaciones de 
los casos y enjuiciar y castigar a los culpables, así como para brindar a las víctimas y sus familias 
acceso a la justicia, protección e indemnizaciones. Preocupa especialmente al Comité que, hasta 
la fecha, las medidas adoptadas no hayan logrado evitar la comisión de nuevos delitos.

17. El Comité reitera las recomendaciones que formuló al Estado parte en relación con su 
investigación emprendida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 del Protocolo 
Facultativo (CEDAW/C/2005/OP.8/MEXICO) e insta al Estado parte a que refuerce su labor 
encaminada a aplicarlas plenamente. El Comité pide al Estado parte que establezca 
mecanismos de seguimiento concretos para evaluar de manera sistemática los avances 
realizados en la aplicación de esas recomendaciones y, en particular, los progresos 
obtenidos en la labor destinada a prevenir esos delitos. 

18. El Comité observa con preocupación que, si bien la Convención se refiere al concepto de 
igualdad, en los planes y programas del Estado parte se utiliza el término “equidad”. También 
preocupa al Comité que el Estado parte entienda la equidad como un paso preliminar para el logro 
de la igualdad. 

19. El Comité pide al Estado parte que tome nota de que los términos “equidad” e 
“igualdad” transmiten mensajes distintos, y su uso simultáneo puede dar lugar a una 
confusión conceptual. La Convención tiene por objeto eliminar la discriminación contra la 
mujer y asegurar la igualdad de hecho y de derecho (en la forma y el fondo) entre mujeres 
y hombres. El Comité recomienda al Estado parte que en sus planes y programas utilice 
sistemáticamente el término “igualdad”.

20. Preocupa al Comité que ni el informe ni el diálogo constructivo ofrezcan una imagen clara de 
la medida en que la perspectiva de género se ha incorporado efectivamente en todas las políticas 
nacionales, en particular el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, y la Estrategia Contigo, cuyo 
objeto es la erradicación de la pobreza. Preocupa también al Comité la falta de claridad en relación 
con los vínculos entre esos planes y el Programa nacional para la igualdad de oportunidades y 
no discriminación contra las mujeres. El Comité lamenta que fuera insuficiente la información 
proporcionada acerca de las repercusiones específicas de las políticas macroeconómicas sobre 
la mujer, en particular los efectos de los acuerdos comerciales regionales como el Plan Puebla-
Panamá y el Tratado de Libre Comercio de América del Norte.

21. El Comité insta al Estado parte a aplicar una estrategia eficaz para incorporar las 
perspectivas de género en todos los planes nacionales y a estrechar los vínculos entre los 
planes nacionales para el desarrollo y la erradicación de la pobreza y el Programa Nacional 
para la Igualdad de Oportunidades y la No Discriminación contra la Mujer, a fin de asegurar 
la aplicación efectiva de todas las disposiciones de la Convención. El Comité pide al Estado 
parte que, en su próximo informe periódico, incluya información sobre los efectos de las 
políticas macroeconómicas, incluidos los acuerdos comerciales regionales, sobre las 
mujeres, en particular las que viven en zonas rurales y trabajan en el sector agrícola.

22. Preocupa al Comité que el Estado parte quizá no entienda debidamente el propósito de 
las medidas especiales de carácter temporal, enunciadas en el párrafo 1 del artículo 4 de la 
Convención, y que por eso no las utilice. 

23. El Comité recomienda al Estado parte que, en sus políticas y programas, distinga 
claramente entre las políticas y programas sociales y económicos generales que 
benefician a la mujer y las medidas especiales de carácter temporal con arreglo al párrafo 
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1 del artículo 4 de la Convención, que son necesarias para acelerar la consecución de 
la igualdad sustantiva para las mujeres en varios ámbitos, como aclaró el Comité en su 
recomendación general 25. Además, alienta al Estado parte a aumentar la aplicación de 
medidas especiales de carácter temporal a fin de acelerar la consecución de la igualdad 
sustantiva entre mujeres y hombres.

24. Si bien celebra las medidas programáticas y jurídicas adoptadas por el Estado parte para 
combatir la trata de personas, en particular la redacción del proyecto de Ley para prevenir y 
sancionar la trata de personas, la concertación de acuerdos de cooperación binacionales y 
regionales y la creación entre los organismos federales de un subgrupo para luchar contra la 
trata de personas, preocupan al Comité la falta de uniformidad en la tipificación de la trata como 
delito a nivel de los estados, la ausencia de programas amplios de protección y rehabilitación para 
las víctimas y la escasez de datos y estadísticas sobre la incidencia de la trata y de información 
sobre el efecto de las medidas adoptadas. Asimismo, preocupa al Comité la falta de atención y de 
adopción de medidas por el Estado parte en relación con la incidencia de la trata dentro del país. 

25. El Comité insta al Estado parte a poner el máximo empeño en combatir la trata de mujeres 
y niñas, en particular mediante la pronta aprobación del proyecto de ley para prevenir 
y sancionar la trata de personas y el establecimiento de un calendario concreto para la 
armonización de las leyes a nivel estatal a fin de tipificar como delito la trata de personas 
conforme a lo dispuesto en los instrumentos internacionales pertinentes. Insta también al 
Estado parte a estudiar el fenómeno de la trata dentro del país, incluidos su alcance, causas, 
consecuencias y fines, y a recopilar información de manera sistemática con miras a formular 
una estrategia amplia que incluya medidas de prevención, enjuiciamiento y penalización y 
medidas para la rehabilitación de las víctimas y su reintegración en la sociedad. Además, 
recomienda que el Estado parte lleve a cabo campañas de concienciación a nivel nacional 
dirigidas a las mujeres y las niñas sobre los riesgos y las consecuencias de la trata y 
capacite a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, de migración y de fronteras 
sobre las causas, las consecuencias y la incidencia de la trata de mujeres y niñas y las 
distintas formas de explotación. Insta al Estado parte a vigilar atentamente el efecto de las 
medidas adoptadas y a proporcionar información sobre los resultados conseguidos en su 
próximo informe periódico. 

26. Preocupan al Comité la explotación de mujeres y niñas en la prostitución, en particular el 
aumento de la pornografía y la prostitución infantiles, y la escasez de medidas para desalentar su 
demanda y de programas de rehabilitación para las mujeres que ejercen la prostitución. El Comité 
lamenta la insuficiente información proporcionada sobre las causas subyacentes de la prostitución 
y sobre las medidas para hacerles frente.

27. El Comité insta al Estado parte a tomar todas las medidas necesarias, incluida la 
adopción y aplicación de un amplio plan para acabar con la explotación de mujeres y niñas 
en la prostitución y la pornografía y la prostitución infantiles, entre otras cosas, mediante 
el fortalecimiento de las medidas de prevención y la adopción de medidas para desalentar 
la demanda de prostitución y para ayudar a las víctimas de esa explotación. El Comité pide 
al Estado parte que, en su próximo informe periódico, incluya una evaluación amplia del 
alcance de la prostitución y sus causas subyacentes, con datos desglosados por edad 
y zonas geográficas e información sobre la repercusión de las medidas adoptadas y los 
resultados conseguidos.

28. Si bien reconoce las iniciativas llevadas a cabo para aumentar la representación de las mujeres 
en la administración pública, el Comité observa con preocupación el reducido número de mujeres 
en puestos directivos, en particular a nivel municipal y en el servicio exterior.
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29. El Comité recomienda al Estado parte que fortalezca las medidas para aumentar el 
número de mujeres en puestos directivos a todos los niveles y en todos los ámbitos, 
conforme a lo dispuesto en su recomendación general 23, relativa a las mujeres en la vida 
política y pública. Recomienda también al Estado parte que introduzca medidas especiales 
de carácter temporal, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 4 de la 
Convención y la recomendación general 25, a fin de acelerar las gestiones para facilitar el 
ascenso de las mujeres a puestos de liderazgo, en particular en el servicio exterior.

30. El Comité reitera su preocupación sobre la situación de los derechos laborales de la mujer en 
las industrias maquiladoras, en particular la falta de acceso a la seguridad social y la persistencia 
de prácticas discriminatorias como las pruebas de embarazo.

31. El Comité insta al Estado parte a adecuar plenamente su legislación laboral al artículo 
11 de la Convención y a acelerar la aprobación de la enmienda de la Ley Federal del Trabajo 
a fin de eliminar el requisito de la prueba de embarazo. Insta también al Estado parte a 
potenciar la labor de la Dirección General de Inspección Federal del Trabajo de modo que 
se realice un seguimiento eficaz de las condiciones de trabajo de las mujeres, se castigue 
a quienes violen los derechos de las mujeres en las industrias maquiladoras y se mejore el 
acceso a la justicia por parte de las mujeres trabajadoras. Además, recomienda al Estado 
parte que en su próximo informe incluya información sobre el efecto de las medidas 
adoptadas y los resultados conseguidos.

32. Sigue preocupando al Comité el nivel de las tasas de mortalidad materna, en particular el de 
las mujeres indígenas, lo cual es una consecuencia de la insuficiente cobertura de los servicios de 
salud y la dificultad de acceso a éstos, en particular la atención de la salud sexual y reproductiva. El 
Comité observa con preocupación que el aborto sigue siendo una de las causas principales de las 
defunciones relacionadas con la maternidad y que, a pesar de la legalización del aborto en casos 
concretos, las mujeres no tienen acceso a servicios de aborto seguros ni a una amplia variedad de 
métodos anticonceptivos, incluidos anticonceptivos de emergencia. Preocupa también al Comité 
que no se haga lo suficiente para prevenir el embarazo en la adolescencia.

33. El Comité insta al Estado parte a que amplíe la cobertura de los servicios de salud, en 
particular la atención de la salud reproductiva y los servicios de planificación de la familia, 
y a que trate de eliminar los obstáculos que impiden que las mujeres tengan acceso a 
esos servicios. Además, el Comité recomienda que se promueva e imparta ampliamente 
la educación sexual entre hombres y mujeres y adolescentes de ambos sexos. El Comité 
pide al Estado parte que armonice la legislación relativa al aborto a los niveles federal y 
estatal. Insta al Estado parte a aplicar una estrategia amplia que incluya el acceso efectivo 
a servicios de aborto seguros en las circunstancias previstas en la ley, y a una amplia 
variedad de métodos anticonceptivos, incluidos anticonceptivos de emergencia, medidas 
de concienciación sobre los riesgos de los abortos realizados en condiciones peligrosas y 
campañas nacionales de sensibilización sobre los derechos humanos de la mujer, dirigidas 
en particular al personal sanitario y también al público en general. 

34. Si bien celebra la creación de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos 
Indígenas, preocupan al Comité los elevados niveles de pobreza y analfabetismo y las múltiples 
formas de discriminación que sufren las mujeres indígenas y las mujeres de zonas rurales, y las 
enormes disparidades entre éstas y las mujeres de zonas urbanas y no pertenecientes a grupos 
indígenas para acceder a los servicios sociales básicos, en particular la enseñanza y la salud, y 
para participar en los procesos de adopción de decisiones.

35. El Comité insta al Estado parte a asegurar que todos los programas y políticas 
de erradicación de la pobreza traten de manera explícita la naturaleza estructural y las 
diversas dimensiones de la pobreza y la discriminación a que se enfrentan las mujeres 
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indígenas y las mujeres de zonas rurales. Además, recomienda que el Estado parte utilice 
medidas especiales de carácter temporal para tratar de eliminar las disparidades a que se 
enfrentan las mujeres indígenas y las mujeres de zonas rurales en relación con el acceso 
a los servicios sociales básicos, en particular la enseñanza y la salud, y la participación en 
los procesos de adopción de decisiones. El Comité pide al Estado parte que, en su próximo 
informe periódico, proporcione información detallada sobre las medidas adoptadas 
y su repercusión, junto con datos desglosados por zonas urbanas y rurales, estados y 
poblaciones indígenas.

36. Si bien celebra el desarrollo del Sistema Estatal de Indicadores de Género y la disponibilidad de 
muchas series de datos desglosados por género, el Comité lamenta que no se haya realizado un 
análisis adecuado de esos datos y estadísticas en el informe ni en las respuestas proporcionadas 
en el diálogo constructivo, lo que ha impedido al Comité determinar claramente los resultados y el 
efecto de los distintos planes, programas y políticas.

37. El Comité pide al Estado parte que haga un análisis más completo y use los datos 
disponibles para determinar tendencias a lo largo del tiempo y los resultados y el efecto 
de los programas, planes y políticas a todos los niveles, y que asegure que en su próximo 
informe periódico se incluyan datos desglosados por estados, zonas rurales y urbanas y 
grupos indígenas, así como su análisis. 

38. El Comité insta al Estado parte a que, en cumplimiento de las obligaciones establecidas 
en la Convención, aplique plenamente la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, 
que refuerzan las disposiciones de la Convención, y le pide que incluya información al 
respecto en su próximo informe periódico. 

39. El Comité hace hincapié en que es indispensable aplicar plena y eficazmente la 
Convención para lograr los objetivos de desarrollo del Milenio. Pide que en todas las 
actividades encaminadas a la consecución de esos objetivos se incorpore una perspectiva 
de género y se reflejen de manera explícita las disposiciones de la Convención, y solicita al 
Estado parte que incluya información al respecto en su próximo informe periódico.

40. El Comité encomia al Estado parte por haber ratificado los siete principales instrumentos 
internacionales de derechos humanos, y observa que su adhesión a esos instrumentos potencia 
el disfrute por la mujer de sus derechos humanos y libertades fundamentales en todos los ámbitos 
de la vida. 

41. El Comité pide que estas observaciones finales se difundan ampliamente en México para 
que la población, en particular los funcionarios públicos, los políticos, los congresistas y las 
organizaciones de mujeres y de derechos humanos, sean conscientes de las medidas que 
se han adoptado para garantizar la igualdad de jure y de facto de la mujer y de las medidas 
que será necesario adoptar en el futuro a ese respecto. Pide al Estado parte que siga 
difundiendo ampliamente, en particular entre las organizaciones de mujeres y de derechos 
humanos, la Convención y su Protocolo Facultativo, las recomendaciones generales del 
Comité y la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, así como las conclusiones del 
vigésimo tercer período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, titulado “La 
mujer en el año 2000: igualdad entre los géneros, desarrollo y paz para el siglo XXI”.

42. El Comité pide al Estado parte que responda a las preocupaciones planteadas en 
estas observaciones finales en el próximo informe periódico que presente con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 18 de la Convención. El Comité invita al Estado parte a presentar 
en 2010 un informe combinado que englobe su séptimo informe periódico, cuya fecha 
de presentación es septiembre de 2006, y su octavo informe periódico, cuya fecha de 
presentación es septiembre de 2010.
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Comité de los Derechos del Niño y la Niña
Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

31 CRC/C/15/Add.13, 7 de febrero de 1994

Observaciones finales sobre el primer informe presentado por el Estado adoptadas 
el 11 de enero de 1994.31  
1. El Comité examinó el informe inicial de México (CRC/C/3/Add.11) en sus sesiones 106ª y 107ª 
(CRC/C/SR.106 y 107), celebradas el 11 de enero de 1994, y aprobó las siguientes observaciones 
finales: 

E. Sugerencias y recomendaciones

15. El Gobierno debe tomar todas las medidas necesarias, en todas las esferas, para garantizar el 
respeto y la aplicación práctica de las disposiciones contenidas en la legislación nacional en relación 
con los derechos del niño. Además, el Comité recomienda que el Estado parte tome las medidas 
necesarias para armonizar plenamente la legislación federal y estatal con las disposiciones de 
la Convención. Deben incorporarse en la legislación nacional los principios relativos al interés 
superior del niño y la prohibición de la discriminación en relación con la infancia, y debería ser 
posible invocar estos principios ante los tribunales. También deberían crearse los mecanismos 
correspondientes, paralelos a los derivados del Programa Nacional de Acción, a fin de supervisar 
la aplicación de la Convención a nivel federal, estatal y local. Debería fortalecerse la coordinación 
entre los diferentes niveles de la administración, así como la cooperación con las organizaciones 
no gubernamentales que participan en la aplicación de la Convención y en su supervisión. 

(…)

17. El Comité recomienda que el Estado parte intensifique su acción contra toda violencia que se 
traduzca en malos tratos de los niños, en particular cuando sea cometida por los miembros de 
las fuerzas de policía y los servicios de seguridad así como los militares. El Estado parte debería 
garantizar que los casos de delitos cometidos contra niños por los miembros de las fuerzas 
armadas o la policía sean juzgados ante tribunales civiles.

18. El Comité recomienda que se adopten medidas urgentes para combatir la discriminación 
contra los niños pertenecientes a los grupos más vulnerables, en particular los niños que son 
objeto de abusos o violencia en el seno de la familia, los niños que viven o trabajan en las calles 
y los niños pertenecientes a las comunidades indígenas, incluidas las medidas para eliminar e 
impedir actitudes discriminatorias y prejuicios como los basados en el sexo. En el marco del 
proceso de adopción, debería prestarse la debida consideración a las disposiciones del artículo 
12 de la Convención. Además, la adopción internacional debería considerarse a la luz del artículo 
21, es decir, como último recurso.
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2º Observaciones finales sobre el segundo informe presentado por el Estado adoptadas 
el 8 de octubre de 1999.32 
1. El Comité examinó el segundo informe periódico de México (CRC/C/65/Add.6) y su informe 
complementario (CRC/C/65/Add.16) en sus sesiones 568ª y 569ª (véase CRC/C/SR.568 y 569), 
celebradas el 27 de septiembre de 1999 y aprobó, en su 586ª sesión celebrada el 8 de octubre de 
1999, las siguientes observaciones finales.

D. Principales motivos de preocupación y recomendaciones del Comité33 

D.1. Medidas generales de aplicación 	

10. Aunque toma nota de las medidas adoptadas por el Estado parte para aplicar la recomendación 
del Comité (CRC/C/15/Add.13, párr. 15) sobre la necesidad de armonizar la legislación nacional con 
la Convención, en particular en lo que respecta a la promulgación del Código sobre la Protección 
de los Derechos del Menor, preocupa todavía al Comité que la legislación nacional vigente sobre 
los derechos de la infancia, en los planos tanto federal como estatal, siga sin recoger los principios 
de las disposiciones de la Convención y que las medidas tomadas para armonizar la legislación 
nacional parezcan un tanto fragmentarias y no correspondan al criterio holístico de la Convención. 
El Comité reitera su recomendación de que el Estado parte continúe el proceso de reforma 
legislativa para velar por que la legislación nacional relacionada con los derechos del niño, en los 
planos tanto federal como estatal, corresponda plenamente a los principios y disposiciones de la 
Convención y refleje su carácter holístico. 

11. El Comité acoge con satisfacción el nombramiento de 32 procuradores estatales para la 
defensa de los derechos del menor y la familia y toma nota del proyecto de ley general por la que 
se establecen la función y los poderes que acompañan a sus cargos. Sin embargo, el Comité ve 
con inquietud los limitados poderes y recursos, tanto financieros como humanos, de que disponen 
estas procuradurías para proteger eficazmente los derechos del menor. El Comité recomienda 
que el Estado parte continúe sus actividades, incluida la adopción de medidas legislativas, para 
reforzar el mandato y la independencia en los planos federal y estatal y para aumentar los recursos 
financieros y humanos de las Procuradurías Estatales de la Defensa del Menor y la Familia. 

12. En lo que respecta a la recomendación del Comité (CRC/C/15/Add.13, párr. 15), el Comité 
celebra las medidas tomadas por la Secretaría de Salud y el Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia (DIF) con miras a la coordinación y vigilancia de la aplicación del Plan 
Nacional de Acción (1995-2000) y toma nota del establecimiento del Sistema Nacional de 
Seguimiento y Vigilancia de la Aplicación de la Convención (1998). Sin embargo, el Comité sigue 
preocupado por el hecho de que este sistema nacional funcione solamente en siete Estados 
del territorio del Estado parte. A este respecto, el Comité recomienda que el Estado parte 
siga tomando medidas eficaces para acelerar el establecimiento, en el ámbito del Sistema 
Nacional de Seguimiento y Vigilancia de la Aplicación de la Convención, de comisiones 
federales y estatales que garanticen el cumplimiento de la Convención. Además, el Comité 
insta al Estado parte a que siga colaborando estrechamente con las organizaciones no 
gubernamentales que se ocupan de los derechos del niño. El Comité recomienda también 
que se incluya a organizaciones no gubernamentales en la concepción y aplicación de 
políticas y programas por el sistema nacional. 

(…)

32 CRC/C/15/Add.112, 10 de noviembre de 1999
33 Las recomendaciones se encuentran en negrita.
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D.4 Derechos y libertades civiles 

22. En relación con las iniciativas del Estado parte para promover los derechos de 
participación del niño, el Comité opina que es necesario mejorar y reforzar estas actividades. 
A la luz de los artículos 12, 13, 14 y 15 de la Convención, el Comité recomienda que se tomen 
nuevas medidas para promover la participación de los niños en la familia, en la escuela y 
otras instituciones sociales, así como para garantizar el goce efectivo de las libertades 
fundamentales, incluidas las de opinión, expresión y asociación.

23. Aunque el Comité toma nota con interés de las medidas adoptadas por el Estado parte para 
cumplir la recomendación del Comité (CRC/C/15/Add.13, párr.17), le preocupa todavía el número 
persistente de presuntos casos de detención de niños en condiciones extremas, que equivalen a 
un trato cruel, inhumano o degradante, y de los casos de maltrato físico de niños por miembros 
de la policía o de las fuerzas armadas. El Comité recomienda que el Estado parte refuerce sus 
mecanismos judiciales para tramitar eficazmente las denuncias de brutalidad policial, malos tratos 
y abuso de menores y que los casos de abuso y de violencia contra ellos sean debidamente 
investigados para evitar la impunidad de los autores. A este respecto, el Comité hace suyas las 
recomendaciones formuladas por el Comité contra la Tortura en mayo de 1997 (A/52/44, párr. 166 
a 170). 

(…)

D.5 Entorno familiar y otro tipo de tutela 

25. Aunque el Comité toma nota del establecimiento del Programa Nacional contra la Violencia 
Intrafamiliar 1999-2000 (PRONAVI), le sigue preocupando que, según se reconoce en el informe 
del Estado parte, el abuso físico y sexual -dentro y fuera de la familia- constituye un problema 
grave en el Estado parte. También le preocupa que en la legislación nacional, tanto en el plano 
federal como estatal, no se prohíba explícitamente la utilización de los castigos corporales en las 
escuelas. A la luz de, entre otros, los artículos 19 y 39 de la Convención, el Comité recomienda 
que el Estado parte siga tomando medidas efectivas, comprendido el establecimiento de 
programas multidisciplinarios de tratamiento y rehabilitación, para evitar y combatir el 
abuso y el maltrato de los niños dentro de la familia, en la escuela y en la sociedad en 
general. Sugiere que se intensifique la represión legal de estos delitos, que se refuercen los 
procedimientos y mecanismos adecuados para tramitar las denuncias de abuso de niños 
con objeto de dar a éstos un rápido acceso a la justicia y que se prohíban explícitamente en 
la ley los castigos corporales en el hogar, en las escuelas y en otras instituciones. Además, 
se deben establecer programas educativos para combatir las actitudes tradicionales de 
la sociedad a este respecto. El Comité insta al Estado parte a que estudie la posibilidad 
de recabar cooperación internacional a estos efectos de, entre otros, el UNICEF y las 
organizaciones internacionales no gubernamentales. 

D.6 Salud básica y bienestar 

26. En relación con las medidas tomadas para mejorar el nivel de salud de la infancia, en particular 
las actividades encaminadas a reducir la mortalidad infantil, el Comité sigue preocupado por la 
persistencia de disparidades regionales en el acceso a la atención de salud y por la elevada 
tasa de malnutrición entre los niños menores de 5 años y de edad escolar, especialmente en 
las zonas rurales y remotas, y entre los menores de grupos indígenas. El Comité recomienda 
que el Estado parte siga tomando medidas eficaces para garantizar a todos los niños el 
acceso a la atención y los servicios básicos de salud. Es necesario desplegar esfuerzos 
más concertados para garantizar igual acceso a la atención de salud y para combatir la 
malnutrición, con especial hincapié en los niños pertenecientes a los grupos indígenas y 
los que viven en zonas rurales y remotas. 
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27. Aunque acoge con satisfacción las iniciativas y programas del Estado parte en la especialidad 
de salud de la adolescencia, en particular las actividades del Programa Nacional de Atención a 
Madres Adolescentes y del Consejo Nacional de Prevención y Control del Sida (CONASIDA), el 
Comité sigue preocupado por la elevada tasa de mortalidad materna entre las adolescentes y el 
alto número de embarazos registrados en este grupo de población. El Comité recomienda que 
el Estado parte persista en su empeño por evitar la propagación del VIH/SIDA y que tenga 
en cuenta las recomendaciones adoptadas por el Comité en su día de debate general sobre 
“los niños que viven en un mundo de VIH/SIDA” (CRC/C/80). El Comité recomienda también 
que se emprendan nuevas actividades para crear servicios de asesoramiento especialmente 
asequibles a los niños y servicios de asistencia y rehabilitación para adolescentes. 

D.7 Educación, esparcimiento y actividades culturales 

28. El Comité celebra los éxitos del Estado parte en el sector de la educación, pero le sigue 
preocupando la alta tasa de deserción escolar y repetición en las escuelas primarias y secundarias 
y la disparidad en el acceso a la educación, entre zonas urbanas y rurales. El Comité está 
particularmente preocupado por la situación de los niños de grupos indígenas en su acceso a la 
educación y por la escasa pertinencia de los actuales programas de enseñanza bilingüe de que 
disponen. A la luz de los artículos 28 y 29 y de otros artículos pertinentes de la Convención, el 
Comité recomienda que el Estado parte prosiga su actividad en la especialidad de la educación, 
reforzando sus políticas educativas y su sistema de enseñanza para reducir las disparidades 
regionales en el acceso a la educación y para intensificar los programas en curso de retención 
escolar y de formación profesional para quienes abandonan la escuela. El Comité recomienda 
también que el Estado parte siga tomando medidas eficaces para mejorar la situación 
educativa de los niños pertenecientes a los grupos más vulnerables, en particular, en 
relación con los programas de educación bilingüe para niños de grupos indígenas. El 
Comité exhorta al Estado parte a que estudie la posibilidad de solicitar asistencia técnica a 
este respecto, por ejemplo al UNICEF y a la UNESCO. 

(…)

D.8 Medidas especiales de protección 

30. Aunque celebra que la legislación del Estado parte cumpla las normas laborales internacionales 
y que se hayan tomado medidas para abolir el trabajo infantil, preocupa todavía al Comité que la 
explotación económica siga siendo uno de los principales problemas de la infancia en el Estado 
parte. El Comité ve con especial preocupación que el Estado parte, en su segundo informe 
periódico, clasifica a los “niños de la calle” entre los “niños que trabajan”. El Comité opina que 
esta concepción errónea influye en el alcance y la percepción de este fenómeno social. A este 
respecto, el Comité está particularmente preocupado por el hecho de que un gran número de 
niños siga todavía trabajando, especialmente en el sector no estructurado y en la agricultura. El 
Comité expresa su inquietud por la aplicación insuficiente de la ley y por la falta de mecanismos 
de vigilancia adecuados para resolver la situación. A la luz de, entre otros, los artículos 3 y 32 
de la Convención, el Comité recomienda que el Estado parte reexamine su situación en lo 
que respecta al trabajo infantil. La situación de los niños que realizan trabajos peligrosos, 
especialmente en el sector no estructurado, merece atención especial. Además, el Comité 
recomienda que se apliquen las leyes relativas al trabajo infantil, que se refuercen las oficinas 
de inspección del trabajo y que se sancionen las infracciones. El Comité recomienda que el 
Estado parte estudie la posibilidad de solicitar asistencia técnica al Programa Internacional 
para la Abolición del Trabajo Infantil (IPEC) de la Organización Internacional del Trabajo. El 
Comité insta al Estado parte a que estudie la posibilidad de ratificar el Convenio de la OIT 
(Nº 138) sobre la edad mínima de admisión al empleo (1973) y el nuevo Convenio de la OIT 
(Nº 182) sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata 
para su eliminación (1999). 
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31. En vista de la evaluación y las recomendaciones de la Relatora Especial sobre la venta de 
niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía (véase E/CN.4/1998/101/
Add.2) en cuanto a la situación de la explotación sexual de los niños en México, el Comité acoge 
con satisfacción las medidas adoptadas por el Estado parte para combatir este fenómeno y en 
particular el establecimiento de la Comisión Interinstitucional para Erradicar la Explotación Sexual 
de Menores. A este respecto y teniendo en cuenta el artículo 34 y otros artículos conexos de 
la Convención, el Comité recomienda que el Estado parte tome todas las medidas eficaces 
necesarias para aplicar las recomendaciones formuladas por la Relatora Especial después 
de su visita a México. En particular, el Comité recomienda que el Estado parte realice un 
estudio sobre la cuestión de la explotación sexual comercial de niños con objeto de concebir 
y aplicar políticas y medidas adecuadas, comprendidas la asistencia y la rehabilitación, que 
refuerce su legislación, incluido el castigo de los autores y que organice campañas de 
sensibilización sobre este asunto. 

32. Aunque el Comité conoce las medidas tomadas por el Estado parte en relación con los 
menores fronterizos (repatriados), sigue particularmente preocupado por el hecho de que muchos 
niños son víctima de redes de traficantes que los utilizan para la explotación sexual económica. 
También expresa inquietud ante el creciente número de casos de trata y venta de menores de 
países limítrofes desde los que se introduce a los niños en el Estado parte para dedicarlos a 
la prostitución. A este respecto, el Comité recomienda que el Estado parte siga tomando 
medidas efectivas con carácter urgente para proteger a los niños migrantes mexicanos, 
reforzar la aplicación de la ley y ejecutar su programa nacional de prevención. En un esfuerzo 
por combatir eficazmente el tráfico y la venta de niños entre países, el Comité sugiere que 
el Estado parte intensifique su empeño por concertar acuerdos bilaterales y regionales con 
los países limítrofes para facilitar la repatriación de los niños que hayan sido ya víctima de 
tráfico y favorecer su rehabilitación. Además, el Comité hace suyas las recomendaciones 
formuladas por la Relatora Especial sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la 
utilización de niños en la pornografía después de su visita a México (véase E/CN.4/1998/101/
Add.2) en relación con la situación de los niños que viven en las zonas fronterizas. 
	
Observaciones finales sobre el tercer informe presentado por el Estado adoptadas 
el 2 de junio de 2006.34 
1. En sus sesiones 1140ª y 1141ª (véanse CRC/C/SR.1140 y 1141), celebradas el 23 de mayo de 
2006, el Comité examinó el tercer informe periódico de México (véase CRC/C/125/Add.7), y en 
la 1157ª sesión (véase CRC/C/SR.1157), celebrada el 2 de junio de 2006, aprobó las siguientes 
observaciones finales.

Mecanismos de supervisión independientes

11. El Comité recomienda que el Estado parte considere la posibilidad de enmendar las leyes 
federales y estatales de protección, a fin de fortalecer y mejorar los mecanismos de vigilancia, 
incluso el mecanismo para que la Comisión Nacional de Derechos Humanos pueda recibir 
denuncias de niños{as}. También recomienda que las comisiones estatales que forman parte 
del Sistema Nacional de Seguimiento y Vigilancia de la Aplicación de la Convención sobre los 
Derechos del Niño se establezcan en todos los Estados de la República. El Comité señala a la 
atención del Estado parte su Observación general Nº 2 (2002) sobre el papel de las instituciones 
nacionales independientes de derechos humanos en la promoción y protección de los derechos 
del niño {la niña}. El Comité alienta al Estado parte a obtener asistencia técnica de organismos 
como el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), el 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y el Instituto Interamericano del Niño.

34 CRC/C/MEX/CO/3, 8 de junio de 2006

3º
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2. Definición del niño (artículo 1 de la Convención)

22. El Comité alienta al Estado parte a que aumente la edad mínima para contraer matrimonio, 
tanto para las niñas como para los niños, y establezca la misma edad para ambos a un nivel 
internacionalmente aceptable. El Comité también aconseja al Estado parte que emprenda 
campañas de información y adopte otras medidas para impedir los matrimonios precoces. A este 
respecto, el Comité se refiere también a la recomendación del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (véase E/C.12/CO/MEX/4, párr. 40).

Respeto de las opiniones del niño

28. Con arreglo al artículo 12 de la Convención, el Comité recomienda que el Estado parte:

a) Intensifique sus esfuerzos por promover, dentro de la familia, en las escuelas y en otras 
instituciones, el respeto a las opiniones de los niños, en especial de las niñas, y facilitar su 
participación en todos los asuntos que los afecten;

b) Enmiende los códigos de procedimientos civiles para asegurar que los niños sean escuchados 
en las actuaciones judiciales que los afecten;

c) Refuerce las campañas nacionales de sensibilización para cambiar las actitudes tradicionales 
que limitan el derecho de participación de los niños;

d) Examine periódicamente hasta qué punto los niños participan en la formulación y evaluación 
de leyes y políticas que los afectan, tanto en el plano nacional como en el local, y evalúe en qué 
medida se tienen en cuenta las opiniones de los niños, incluso su repercusión en las políticas y 
los programas pertinentes.

Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

34. El Comité reitera su recomendación anterior (CRC/C/15/Add.112, párr. 23) y la del Comité 
contra la Tortura (A/52/44, párr. 166 a 170), e insta al Estado parte a que: 

a) Adopte medidas para prevenir y eliminar todo tipo de violencia institucional, especialmente la 
tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes; 

b) Refuerce sus mecanismos judiciales para tramitar eficazmente las denuncias de brutalidad 
policial, malos tratos y abuso de menores;

c) Investigue debidamente los casos de violencia y abuso contra niños a fin de evitar que los 
autores permanezcan en la impunidad;

d) Asegure que los niños víctimas de esas prácticas reciban servicios adecuados para su 
tratamiento, recuperación y reintegración social;

e) Prosiga sus esfuerzos por capacitar a profesionales que trabajan con los niños para mejorar 
su situación, incluidos los agentes del orden, los asistentes sociales, los jueces y el personal 
sanitario, para que puedan identificar, denunciar y gestionar los casos de tortura y otros castigos 
o tratos inhumanos o degradantes. El Comité señala la atención del Estado parte las Directrices 
del Consejo Económico y Social sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños víctimas y 
testigos de delitos (resolución 2005/20 del Consejo Económico y Social, de 22 de julio de 2005). 
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Castigo corporal

36. El Comité, teniendo en cuenta su Observación general Nº 8 (2006) sobre el derecho del 
niño a la protección contra el castigo corporal y otros tipos de castigos crueles y degradantes, 
recomienda que el Estado parte:

a) Enmiende todas las leyes federales y estatales pertinentes para asegurarse de que el castigo 
corporal se prohíbe explícitamente en todos los entornos, incluso en el seno de la familia, las 
escuelas, las instituciones penales y otros centros alternativos, y vele por la aplicación efectiva de 
esas leyes;

b) Adopte medidas eficaces, incluso con campañas de información, para promover castigos 
alternativos, positivos, participativos y no violentos.

Adopción 

42. El Comité recomienda que el Estado parte: 

a) Vele por que su legislación y práctica sobre las adopciones nacionales e internacionales sean 
compatibles con la Convención y con el Convenio de La Haya sobre la Protección de los Niños y la 
Cooperación en materia de Adopción Internacional de 1993, que el Estado parte ratificó en 1994;

b) Establezca y afiance mecanismos de examen, vigilancia y seguimiento de las adopciones de 
niños; 

c) Escuche sistemáticamente las opiniones de los niños y las niñas sobre su colocación y asegurar 
que el interés superior del niño sea el principio que rija todas las adopciones.

d) Asegure que la autoridad competente que decide la adopción del niño verifique que se haya 
hecho todo lo posible para que el niño continúe manteniendo relaciones con su familia [extensa] y 
comunidad, y que la adopción sea el último recurso. 

44. El Comité recomienda que el Estado parte intensifique sus esfuerzos por abordar el problema 
de la violencia en el hogar y los malos tratos, en particular: 

a) Asegurando la elaboración y aplicación de medidas preventivas, por ejemplo campañas de 
sensibilización; 

b) Asegurando que todas las víctimas de la violencia tengan acceso a servicios de asesoramiento 
y asistencia para su recuperación y reintegración, y que cuando sea apropiado reciban una 
indemnización; 

c) Asegurando que los autores de la violencia sean llevados ante la justicia y sean rehabilitados;

d) Dispensando protección adecuada a los niños que son víctimas de malos tratos en sus 
hogares.

45. En el contexto del estudio detallado del Secretario General sobre la cuestión de la violencia 
contra los niños, las niñas y los adolescentes y el cuestionario conexo enviado a los gobiernos, 
el Comité agradece las respuestas escritas del Estado parte y su participación en la Consulta 
Regional para América Latina, celebrada en la Argentina del 30 de mayo al 1º de junio de 2005. El 
Comité recomienda que el Estado parte utilice los resultados de esa consulta regional para adoptar 
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medidas, en particular con la sociedad civil, a fin de proteger a todos los niños de cualquier tipo 
de violencia física o mental, e impulsar la adopción de medidas concretas y con plazos, cuando 
proceda, a fin de prevenir ese tipo de violencia y malos tratos y responder a ellos. 

Salud del adolescente

51. El Comité recomienda que el Estado parte preste especial atención a la salud de los 
adolescentes, teniendo en cuenta la Observación general Nº 4 (2003) del Comité sobre la salud 
y el desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño. 
En particular, el Comité recomienda que el Estado parte:

a) Mejore la educación de los adolescentes en materia de salud sexual y reproductiva, especialmente 
en las escuelas, con miras a reducir la incidencia de los embarazos y de las enfermedades de 
transmisión sexual entre los adolescentes y proporcione a las adolescentes embarazadas la 
asistencia necesaria y acceso a la atención y la educación sanitarias;

b) Refuerce los programas para hacer frente a problemas de salud mental, como el suicidio de 
niños y adolescentes; 

c) Procure la cooperación técnica de la OMS y el UNICEF. 

53. El Comité recomienda que, teniendo en cuenta la Observación general Nº 3 (2003) del Comité 
sobre el VIH/SIDA y los derechos del niño{a} y las directrices internacionales sobre el VIH/SIDA y 
los derecho humanos, el Estado parte:

a) Redoble sus esfuerzos para luchar contra el VIH/SIDA, en particular mediante campañas de 
sensibilización;

b) Prevenga la discriminación contra los niños infectados o afectados por el VIH/SIDA;

c) Garantice el acceso a servicios de apoyo psicológico confidenciales, que tengan en cuenta las 
necesidades de los niños y para los que no se precise el consentimiento de los padres, a los niños 
que los necesiten; 

d) Prosiga y redoble sus esfuerzos para prevenir la transmisión del VIH/SIDA y de otras 
enfermedades de transmisión sexual de madre a hijo;

e) Garantice el libre acceso al tratamiento antirretroviral; 

f) Elabore programas para proteger y ayudar a los huérfanos a causa del VIH/SIDA y a otros niños 
vulnerables;

g) Procure, a esos efectos, la asistencia internacional del ONUSIDA, el UNFPA y el UNICEF, entre 
otras organizaciones.

7. Educación, esparcimiento y actividades culturales (artículos 28, 29 y 31 de la 
Convención)

Explotación económica

65. El Comité insta al Estado parte a que vele por que los proyectos legislativos que se están 
examinando tanto en el Senado como en el Congreso en relación con la trata y la explotación 
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sexual ofrezcan una protección eficaz a los niños víctimas y niños en riesgo. El Comité también 
recomienda que el Estado parte: 

a) Realice un estudio amplio para determinar las causas, naturaleza y magnitud de la trata de 
niños practicada con diversas finalidades, en particular la explotación sexual comercial;

b) Enmiende el Código Penal a fin de tipificar como delitos penales la explotación, la trata y el 
secuestro de niños; 

c) Adopte medidas más enérgicas y enfoques multidisciplinarios y multisectoriales para prevenir y 
combatir la trata de niños y la explotación sexual de niños y adolescentes;

d) Organice campañas de sensibilización, dirigidas en particular a los padres y niños;

e) Vele por que los niños víctimas de la trata y los que han sido sometidos a explotación sexual y 
económica sean tratados como víctimas y se enjuicie a los autores;

f) Aplique programas apropiados para prestar asistencia y reintegrar a los niños víctimas de 
explotación sexual y/o de trata, de conformidad con lo dispuesto en la Declaración y Programa de 
Acción y en el Compromiso Mundial, aprobados en los Congresos Mundiales contra la Explotación 
Sexual Comercial de los Niños en 1996 y 2001;

h) Colabore con las ONG que trabajan sobre estas cuestiones y solicite la asistencia técnica del 
Instituto Interamericano del Niño y del UNICEF, entre otros organismos.

Administración de la justicia de menores

75. El Comité alienta al Estado parte a que presente sus informes iniciales con arreglo a ambos 
Protocolos Facultativos de manera puntal, y de ser posible, de manera simultánea, a fin de facilitar 
el proceso de examen.
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Examen Periódico Universal - EPU
Observaciones referidas a las mujeres y las niñas

1º

35 A/HRC/11/27 - 29 de mayo de 2009

Observaciones finales sobre el informe presentado por el Estado adoptadas el 13 
de febrero de 2009.35

1. The Working Group on the Universal Periodic Review (UPR), established in accordance with 
Human Rights Council resolution 5/1 of 18 June 2007, held its fourth session from 2 to 13 February 
2009. The review of Mexico was held at the 13th meeting on 10 February 2009. The delegation of 
Mexico was headed by H.E. Sr. Fernando GÓMEZ-MONT, Minister of Interior. At its meeting held 
on 13 February 2009, the Working Group adopted the present report on Mexico.

II. CONCLUSIONES Y/O RECOMENDACIONES

93. Las recomendaciones enumeradas a continuación fueron examinada por México y cuentan 
con su aprobación:

(…)

8. Armonizar las legislaciones nacional y regional a fin de evitar las prácticas discriminatorias 
contra la mujer y los pueblos indígenas (Brasil) y eliminar todos los aspectos discriminatorios 
subsistentes en algunas leyes estatales (Chile).

(…)

11. Adoptar nuevas medidas para combatir la discriminación contra la mujer y los grupos 
vulnerables, entre ellos los niños, las minorías y los pueblos indígenas, y para protegerlos y 
prestarles asistencia (Reino Unido).

12. Hacer frente a la discriminación y la violencia contra la mujer en los sectores público y privado 
mediante la educación y una legislación específica, y elaborar programas de acción afirmativa para 
elevar el nivel de vida de la mujer y garantizar su presencia en los puestos ejecutivos (Pakistán).

13. Realizar un examen de la legislación a nivel estatal que sea discriminatoria para la mujer, en 
un plazo determinado; comprometerse a derogar sin demora esta legislación, prestando atención 
prioritaria a las leyes sobre la familia que den lugar a discriminación real o de facto contra las 
mujeres y las niñas y a las leyes que impidan el acceso de la mujer a la justicia, en particular 
por lo que se refiere a las denuncias de violencia familiar y a su enjuiciamiento; y, a nivel federal, 
proporcionar orientaciones a todos los Estados sobre la adopción de medidas prácticas para 
garantizar la aplicación de esos cambios legislativos a nivel local (Nueva Zelandia).

14. Aplicar efectivamente en todo el país (Turquía), y a la mayor brevedad posible (Japón), el 
Programa general para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
(Japón, Turquía).
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15. Armonizar la legislación estatal y federal con el marco establecido por la Ley general de 
acceso de las mujeres a una vida libre de violencia (Países Bajos); empezar a aplicar esta ley 
por conducto de todas las autoridades competentes a nivel federal, estatal y municipal, incluidas 
las disposiciones relativas a la prevención y la erradicación de la violencia contra la mujer y la 
atención de las víctimas (Chile), e instar a las autoridades del Estado federal a que apliquen con 
urgencia de dicha Ley y prestarles asistencia al respecto y, cuando la ley haya sido incorporada 
a la legislación de los estados, velar por que se elabore la reglamentación apropiada para su 
aplicación efectiva (Irlanda).

16. Proseguir los esfuerzos por resolver y erradicar los casos de violencia contra la mujer 
(Indonesia, Suecia), violencia doméstica (Argelia) y maltrato infantil (Argelia, Indonesia).

17. Adoptar medidas efectivas para combatir la violencia y la discriminación contra la mujer, con 
inclusión de los casos de asesinatos y desapariciones (Azerbaiyán).

18. Seguir teniendo como prioridad el final de la impunidad de los autores de toda forma de actos 
de violencia contra la mujer, sea cual fuere su condición social; proporcionar más información 
sobre los progresos logrados en la prevención de esas violaciones (Panamá), y reforzar la Fiscalía 
Especial Federal encargada de los actos de violencia contra la mujer para que pueda investigar 
mejor los casos, y para que los casos que pertenezcan a la jurisdicción local se investiguen con 
la debida diligencia (Finlandia).

19. Hacer que los delitos de asesinato de mujeres, sean investigados y sancionados efectivamente, 
adoptar nuevas medidas para combatir este fenómeno y concienciar a la población acerca de esta 
amenaza (Ucrania).

20. Procurar que se esclarezcan plenamente los asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez, que se 
someta a la justicia a sus autores y cómplices, incluidos los funcionarios públicos que no hubieran 
realizado las investigaciones debidas, y que se adopten medidas efectivas para prevenir tales 
crímenes en esta población (Italia).

(…)

22. Proporcionar financiación suficiente para la investigación de la violencia contra la mujer, 
los programas de apoyo a las víctimas y la formación especial de los agentes de policía para 
sensibilizarlos sobre el problema de la violencia contra la mujer (Austria).

23. Arbitrar medidas estructurales para combatir sistemáticamente la violencia y la violación de 
los derechos fundamentales que sufren las mujeres y los defensores de los derechos humanos 
(Bélgica).

(…)

48. Adoptar las medidas necesarias para erradicar la impunidad de las violaciones de los derechos 
humanos, en particular las cometidas contra las mujeres y los pueblos indígenas (Bolivia), y contra 
los periodistas (Suecia).

(…)

74. Tratar de mejorar las tasas de matriculación de las niñas en las escuelas primarias y secundarias 
(Filipinas).
 




